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			This paper examines, from a constitutional and dogmatic standpoint and with particular attention to the Peruvian legal system, the prospective impact of blockchain technology on the ability to pay principle. It argues that the automated execution of tax obligations through smart contracts, a scenario still incipient yet technically plausible, compresses tax time and shifts the principle from an ex post, interpretive and corrective operation towards an ex ante configuration embedded in the normative and algorithmic design of the tax system. 

			On that basis, the paper identifies tensions with the prohibition of confiscatory taxation, legal certainty and the right of defense, advocates the constitutionalization of the tax algorithm and of the institutional oracle, and proposes, de lege ferenda, an algorithmic constitutionality test as a condition of validity of any automated taxation system.
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			El presente trabajo examina, desde una perspectiva dogmático constitucional y con particular atención en el ordenamiento peruano, el impacto prospectivo de la tecnología blockchain sobre el principio de capacidad contributiva. Se sostiene que la ejecución automatizada de obligaciones tributarias mediante contratos inteligentes, escenario aún incipiente pero técnicamente plausible, comprime el tiempo tributario y desplaza al principio desde una operatividad ex post, interpretativa y correctiva, hacia una configuración ex ante, incorporada al diseño normativo y algorítmico del sistema. 

			Sobre esa base se identifican sus tensiones con la no confiscatoriedad, la seguridad jurídica y el derecho de defensa, se postula la constitucionalización del algoritmo y del oráculo tributario, y se propone, de lege ferenda, un test de constitucionalidad algorítmica como condición de validez de todo sistema de imposición automatizada.

			Palabras clave: Capacidad contributiva; blockchain; contratos inteligentes; tributación automatizada; test de constitucionalidad algorítmica; oráculo institucional.

		

		
			I.	INTRODUCCIÓN

			La transformación digital de la economía ha comenzado a alterar de manera profunda los sistemas tributarios contemporáneos, aun cuando sus efectos no se manifiesten de forma homogénea ni plenamente perceptible en todos los contextos jurídicos. En América Latina, y particularmente en el Perú, la incorporación de tecnologías digitales en la fiscalidad se ha desarrollado sobre un trasfondo marcado por la informalidad estructural, la desconfianza hacia el Estado y una relación tributaria históricamente tensionada entre el deber de contribuir y la legitimidad del sistema impositivo. En este escenario, la irrupción de la tecnología blockchain plantea interrogantes que trascienden la técnica informática y obligan a una revisión constitucional de los fundamentos del derecho tributario.

			El sistema tributario peruano, al igual que otros de la región, se ha construido sobre un modelo de fiscalidad basado en el diferimiento temporal, la declaración ex post y la fiscalización posterior. Este esquema ha permitido reconstruir la capacidad económica del contribuyente a partir de información que solo se revela con el transcurso del tiempo, y ha generado espacios de corrección, defensa y revisión que han funcionado, no sin tensiones, como contrapesos frente a un poder tributario percibido con frecuencia como rígido o distante. En ese marco, el principio de capacidad contributiva ha operado como un criterio de justicia material destinado a asegurar que la carga fiscal refleje la verdadera aptitud económica del contribuyente, más allá de la apariencia formal de los ingresos o transacciones.

			La expansión de la tecnología blockchain plantea una ruptura significativa con este paradigma. Al permitir el registro inmutable y descentralizado de transacciones económicas, así como la eventual ejecución automática de obligaciones tributarias mediante contratos inteligentes, la fiscalidad tiende a desplazarse desde un modelo declarativo y reconstructivo hacia uno inmediato, automático y algorítmico. Desde esa perspectiva, el impuesto deja de ser el resultado de una determinación posterior para convertirse en una consecuencia técnica que se activa en el mismo instante (o en un momento muy cercano) al hecho imponible. Este tránsito desde el diferimiento hacia la inmediatez no es constitucionalmente neutro, especialmente en contextos como el latinoamericano, donde el tiempo tributario ha cumplido una función garantista esencial.

			¿Puede un algoritmo hacer justicia? ¿O la justicia reclama, por su propia índole, la pausa deliberativa que el código suprime? Estas preguntas, que hace apenas una década habrían parecido un ejercicio de ciencia ficción jurídica, laten hoy en el corazón del problema que me propongo examinar.

			La cuestión se complejiza aún más cuando se considera que blockchain no es una tecnología uniforme. Las diferencias entre redes públicas y permisionadas, la gobernanza del sistema, la reversibilidad de los registros y, sobre todo, el problema del oráculo, mecanismo que introduce datos del mundo real al contrato inteligente, condicionan de manera decisiva la validez constitucional de cualquier esquema de automatización fiscal. En tributación, la veracidad del dato es el núcleo del poder de imposición, pues sin un oráculo institucional, sometido a responsabilidad pública, la automatización corre el riesgo de convertirse en una fuente de arbitrariedad técnica incompatible con la capacidad contributiva y el derecho de defensa.

			El contexto peruano ofrece, además, elementos normativos que no pueden ser soslayados. El Decreto Legislativo 1523, publicado el 18 de febrero de 2022, la facturación electrónica, los libros electrónicos (Programa de Libros Electrónicos), los sistemas de validación en tiempo real y el mecanismo de recaudación del Impuesto General a las Ventas (en adelante, IGV) sobre servicios digitales de proveedores no domiciliados, introducido por el Decreto Legislativo 1623, publicado el 4 de agosto de 2024, constituyen antecedentes directos de una fiscalidad digital que ya opera bajo lógicas de trazabilidad y automatización parcial. Repárese, de paso, en que el mecanismo del Decreto Legislativo 1623 no desmiente el criterio que estas páginas defienden, lo confirma. El IGV es tributo de determinación instantánea y de base objetiva, de modo que la inmediatez no lo desnaturaliza, coincide con su estructura; el Decreto no valida la inmediatez en general, valida la inmediatez allí donde la riqueza gravada es instantánea. A ello se suma la Ley de Protección de Datos Personales, que impone límites estrictos al tratamiento de información económica sensible. La eventual adopción de blockchain debe, por tanto, armonizarse con este marco normativo, evitando que la eficiencia técnica derive en afectaciones indebidas a la intimidad económica del contribuyente.

			La experiencia comparada confirma que la automatización fiscal solo es constitucionalmente viable cuando se inserta en arquitecturas institucionales robustas. Como se verá más adelante, Estonia, Brasil, China y la Unión Europea, con la iniciativa VAT in the Digital Age (en adelante, ViDA) y el Artificial Intelligence Act (en adelante, AI Act) de 2024, han avanzado hacia modelos de registro distribuido, interoperabilidad y ejecución automatizada, pero siempre bajo redes permisionadas, con gobernanza estatal y con mecanismos reforzados de transparencia, auditabilidad y supervisión humana. Estos casos muestran que la automatización no elimina el Derecho, sino que lo reconfigura.

			Una precisión debe hacerse sobre el alcance del aval europeo, porque un lector atento la exigirá. El Anexo III del Reglamento de Inteligencia Artificial somete al régimen de alto riesgo los sistemas con que las autoridades deciden sobre prestaciones sociales esenciales, solvencia crediticia, empleo, migración o justicia; la determinación tributaria no figura en el catálogo. La omisión, lejos de debilitar el estándar que aquí se propone, lo reclama. El legislador europeo protegió al solicitante de un crédito frente al algoritmo que lo evalúa y dejó sin esa protección reforzada al contribuyente, sobre cuyo patrimonio el poder de imposición incide con igual o mayor intensidad; la laguna no es un aval que falta, es un vacío que denunciar. Las garantías del artículo 141, la vigilancia efectiva por personas físicas y la prevención del sesgo de automatización, marcan así el estándar al que la fiscalidad algorítmica debería llegar por decisión propia, antes de que la realidad la obligue.

			A partir de estas premisas, el presente trabajo se propone analizar, desde una perspectiva dogmáticoconstitucional y con especial atención al contexto peruano y latinoamericano, el impacto de la tecnología blockchain sobre el principio de capacidad contributiva. La hipótesis que se sostiene es que dicha tecnología no supera ni reemplaza al principio en mención, sino que lo transforma profundamente, desplazándolo desde un entendimiento predominantemente ex post, interpretativo y correctivo, hacia una configuración ex ante, incorporada en el diseño normativo y algorítmico del sistema tributario. Dicho con más precisión, el principio no se muda de sitio; gana un segundo domicilio. Opera desde ahora en dos momentos: el diseño ex ante y el control ex post, y la distribución del peso entre ambos no es libre, sino que se gradúa según la irreversibilidad de la ejecución, el carácter provisional o definitivo de la determinación y la distancia entre la base sobre la que corre el código y la riqueza que el tributo pretende gravar. Esta mutación no altera la capacidad contributiva como realidad económica, pero sí reconfigura el modo institucional en que dicha riqueza es revelada, validada y gravada.

			Unas palabras sobre el título, cuya elipsis es deliberada y provocativa. Hago uso de la expresión ‘impuestos blockchain’ no porque exista en rigor una nueva especie tributaria (lo que no descarto en el futuro), sino para nombrar una categoría en formación, la de los tributos cuya determinación, liquidación y cobro se integran en arquitecturas de registro distribuido y se ejecutan mediante contratos inteligentes. Sobre la base de tal indicación, es que el objeto de estudio queda delimitado a tres usos concretos y verosímiles de la tecnología en materia fiscal: (i) la validación descentralizada de comprobantes y registros con relevancia tributaria; (ii) la retención y liquidación automatizada de tributos de determinación objetiva mediante contratos inteligentes; y (iii) la trazabilidad integral de la cadena de valor en los impuestos al consumo. Tres preguntas vertebran el análisis: ¿qué le ocurre al tiempo tributario cuando la ejecución del tributo se automatiza? ¿Qué le sucede al principio de capacidad contributiva cuando la riqueza es leída por un algoritmo? ¿Bajo qué condiciones constitucionales resulta admisible esa automatización? Advierto anticipadamente sobre el carácter prospectivo del análisis. No existe a la fecha una implementación a escala de la tributación íntegramente ejecutada en blockchain, y las afirmaciones que siguen deben leerse en clave condicional y de lege ferenda. Lo que se examina es un escenario técnicamente plausible y, a juzgar por la trayectoria de la facturación electrónica en la región, menos remoto de lo que se supone. Por ello, las líneas siguientes plantean reflexiones profundas y un diseño constitucional que debe pensarse antes de que la técnica lo imponga como hecho consumado. Y he allí la importancia de someter esta cuestión al debate académico.

			Este cambio de paradigma no puede, ni debe, implicar la desactivación de la dimensión interpretativa y correctiva del principio, sino su reubicación prioritaria en la fase de diseño normativo y técnico del sistema, sin perjuicio de su subsistencia como garantía ex post frente a errores o disfunciones de la ejecución automática. La advertencia es especialmente relevante en América Latina, donde la automatización fiscal, si no se acompaña de garantías constitucionales reforzadas, corre el riesgo de convertir la eficiencia técnica en rigidez confiscatoria y de profundizar la brecha fiscal entre el Estado y el contribuyente.

			II.	EL PRINCIPIO DE CAPACIDAD CONTRIBUTIVA EN LA DOGMÁTICA TRIBUTARIA PERUANA Y LATINOAMERICANA

			El principio de capacidad contributiva constituye uno de los pilares del derecho tributario en los ordenamientos constitucionales actuales. En el caso peruano, si bien no se encuentra formulado de manera expresa en el texto constitucional, ha sido reconocido de forma reiterada tanto por la doctrina como por la jurisprudencia constitucional como un principio implícito de justicia tributaria, derivado de los principios (explícitos) de igualdad y no confiscatoriedad, sobre el que se fundamentan los impuestos. Su función esencial ha sido limitar el poder de imposición del Estado, exigiendo que la carga tributaria guarde una relación proporcional con la real aptitud económica del contribuyente, o si se quiere, su riqueza.

			Antes de adentrarnos en el análisis, conviene distinguir entre la capacidad contributiva como manifestación fáctica de riqueza y el principio de capacidad contributiva como norma constitucional de justicia tributaria. Mientras la primera constituye el presupuesto económico de la imposición, el segundo opera como un límite material al poder tributario, orientando la interpretación, aplicación y validez de las normas fiscales.

			En entornos de tributación automatizada, la capacidad contributiva como presupuesto económico se mantiene incólume. Lo que se reconfigura es su régimen de revelación y validación institucional, al desplazarse parte del control desde la reconstrucción ex post hacia el diseño normativo-técnico ex ante. Por ello, muta el principio de capacidad contributiva en su rol, entendimiento y proyección constitucional, sin convertirse en un principio autónomo ni perder su dimensión garantista ex post.

			A.	Capacidad contributiva como principio de justicia material

			En la tradición tributaria peruana y regional, el principio de capacidad contributiva es un principio constitucional ancla que no se identifica con la mera existencia formal de un ingreso o una transacción, sino con la manifestación efectiva de riqueza2. Ello implica que el hecho imponible, la base imponible y la cuantía del tributo deben ser interpretados a la luz de la situación económica global del contribuyente, considerando, de ser el caso, no solo los ingresos percibidos, sino también los costos necesarios para generarlos, las pérdidas, las deducciones legalmente admitidas y, en general, las circunstancias que inciden en su verdadera aptitud para contribuir al sostenimiento del gasto público.

			Esta concepción material del principio ha permitido distinguir entre una capacidad contributiva aparente y una real, e impedir que el sistema tributario grave de manera desproporcionada situaciones que, aunque formalmente generadoras de renta o consumo, no reflejan un incremento efectivo de riqueza. En ese sentido, la capacidad contributiva ha operado como un criterio correctivo frente a la rigidez de las normas tributarias, habilitando interpretaciones que privilegian la justicia material sobre el formalismo. En efecto, esta concepción material del principio ha sido reiteradamente reconocida por la jurisprudencia constitucional peruana, que ha subrayado que la capacidad contributiva constituye un límite material al poder tributario y exige que la carga fiscal guarde relación con una manifestación real de riqueza, proscribiendo exigencias anticipadas o meramente formales que vacíen de contenido dicho principio (sentencias recaídas en los Expedientes 0041-2004-AI/TC y 053-2004-PI/TC). Para no incurrir en una extrapolación silenciosa, consigno que ambas sentencias recayeron sobre arbitrios municipales y que las invoco por la doctrina general sobre capacidad contributiva que en ellas se decanta, no por la materia entonces resuelta. Para el ámbito específico de la imposición a la renta, el criterio encuentra respaldo directo en la sentencia recaída en el Expediente 0033-2004-AI/TC, que declaró inconstitucional el Anticipo Adicional del Impuesto a la Renta precisamente por desligar el pago anticipado de la generación efectiva de renta, quebrando con ello la estructura del hecho generador y colisionando con la capacidad contributiva del obligado.

			B.	El tiempo tributario como garantía instrumental

			Un rasgo distintivo del modelo tributario peruano y contemporáneo en general, ha sido la centralidad del diferimiento temporal en la determinación de la obligación tributaria. El tiempo –adelantémoslo– no vale aquí por sí mismo; vale instrumentalmente, en la exacta medida en que la medición de la riqueza que el tributo pretende gravar lo requiera y, por eso, la retención en la fuente o el impuesto al consumo, que recaen sobre riqueza instantánea y objetiva, nunca escandalizaron al ordenamiento. La tributación se estructura, por regla ordinaria, como un proceso que se despliega en el tiempo. El contribuyente realiza el hecho imponible, declara posteriormente su situación fiscal a través de la autodeterminación y queda sujeto a una eventual fiscalización ex post por parte de la administración tributaria. Este esquema no responde únicamente a razones administrativas, sino que cumple una función eminentemente garantista.

			El tiempo tributario permite la reconstrucción de la capacidad contributiva real, incorporando información que solo se revela con posterioridad al hecho imponible. En el Impuesto a la Renta, por ejemplo, la determinación anual bajo parámetros subjetivos posibilita compensar ingresos con gastos, pérdidas y deducciones, evitando que el tributo recaiga sobre manifestaciones parciales o transitorias de riqueza. De manera similar, en los impuestos al consumo que adoptan la metodología del valor agregado, el reconocimiento del derecho al crédito fiscal y los mecanismos de devolución buscan preservar la neutralidad del impuesto y evitar efectos acumulativos que distorsionen la capacidad contributiva.

			Desde esa visión dogmática, el diferimiento no es una anomalía del sistema, sino más bien un rasgo de garantía estructural que ha permitido ajustar la carga tributaria a la realidad económica del contribuyente y preservar la proporcionalidad del gravamen.

			C.	Capacidad contributiva, interpretación y derecho de defensa

			Otro elemento central de la dogmática tributaria es la estrecha vinculación entre capacidad contributiva, interpretación normativa y derecho de defensa. La determinación de la obligación tributaria no se concibe como un acto puramente mecánico, sino como un proceso interpretativo en el que pueden surgir discrepancias razonables sobre la correcta aplicación de la norma al caso concreto33. Es en ese espacio en el que se insertan los mecanismos de rectificación, impugnación y revisión administrativa y judicial, que permiten al contribuyente cuestionar determinaciones de oficio que no reflejen adecuadamente su capacidad económica.

			La jurisprudencia constitucional peruana consolidada desde hace más de veinte años ha enfatizado de manera reiterada que el respeto a la capacidad contributiva exige no solo normas sustantivas adecuadas, sino también procedimientos que garanticen la posibilidad de defensa y corrección. En particular, de la doctrina del Tribunal Constitucional se desprende como reflexión que la determinación tributaria no puede concebirse como un acto puramente mecánico ni agotarse en la ejecución del cobro, sino que debe integrarse en un sistema de garantías destinado a equilibrar la relación asimétrica entre el Estado y el contribuyente (sentencias recaídas en los Expedientes 00412004AI/TC, 0532004PI/TC y 003192013PA/TC)4.

			Esta dimensión garantista, que exige interpretación, revisión y corrección, será precisamente la que se vea más tensionada en entornos de ejecución automática, donde la norma se traduce en código y la responsabilidad institucional sobre el algoritmo se convierte en un elemento indispensable para preservar el derecho de defensa y la justicia material de la imposición.

			D.	La informalidad como dato estructural del sistema tributario

			Finalmente, cualquier análisis del principio de capacidad contributiva en el contexto peruano y latinoamericano debe reconocer la informalidad como un dato estructural del sistema tributario. En países con informalidad endémica5, la coexistencia de amplios sectores económicos al margen de la fiscalidad formal ha condicionado históricamente la aplicación del principio, generando fricciones entre la aspiración a la justicia tributaria y las limitaciones reales de la administración tributaria para captar la totalidad de la capacidad económica existente.

			En este contexto, el diferimiento, la interpretación y la flexibilidad procedimental han funcionado, en muchos casos, como mecanismos de adaptación del sistema a una realidad económica heterogénea y fragmentada. La capacidad contributiva, más que como un concepto estático, ha operado como un principio dinámico, ajustado a las particularidades sociales, económicas y culturales de la región. Consiéntaseme aquí un excursus, del que advierto al lector. Quien haya recorrido los mercados de cualquier ciudad latinoamericana sabe que la informalidad no es un dato estadístico, sino una forma de vida con gramática propia, y que ningún algoritmo la leerá correctamente si antes no la comprende el legislador. Y en esa labor lleva fallando desde hace siglos6.

			La anterior digresión reclama una mirada reflexiva. La capacidad contributiva presupone una riqueza legible para el sistema, pues solo puede medirse aquello que el ordenamiento alcanza a ver, y la informalidad es, en esos términos, riqueza ilegible. Su magnitud convierte al principio en una promesa de cobertura parcial, ya que la carga se distribuye según la aptitud económica, pero únicamente entre quienes habitan el perímetro formal, con el efecto paradójico de que la equidad vertical dentro del sistema convive con una honda inequidad horizontal frente a quienes quedan fuera de él. La automatización puede agravar o corregir esa asimetría. La agrava si el algoritmo se limita a exprimir con mayor eficiencia la misma base formal de siempre; la corrige si la trazabilidad de los pagos digitales ensancha el perímetro de lo visible e incorpora gradualmente a la formalidad a quienes hoy solo tributan a través del consumo. De allí la relevancia de ir meditando sobre el impacto de estas decisiones.

			E.	El marco normativo peruano y la transición hacia la automatización fiscal

			El análisis constitucional de la tributación automatizada en el Perú no puede prescindir del examen del marco normativo vigente, que ya incorpora elementos embrionarios de automatización fiscal. El Decreto Legislativo 1523 ha incorporado al Código Tributario reglas específicas para la fiscalización por medios electrónicos y el empleo de herramientas digitales por la administración tributaria, y el Decreto Legislativo 1623 ha convertido a los proveedores no domiciliados de servicios digitales en agentes de retención o percepción del IGV, con lo que el cobro del impuesto queda incrustado en la propia transacción. Ambos configuran un entorno normativo que anticipa varios de los desafíos analizados en este trabajo.

			Asimismo, la experiencia peruana con la facturación electrónica, los libros electrónicos (Programa de Libros Electrónicos) y los sistemas de emisión electrónica constituye un antecedente directo de la lógica de registro inmutable y validación en tiempo real que caracteriza a las arquitecturas blockchain. Estos sistemas han permitido a la administración tributaria acceder a información inmediata y estandarizada, pero también han generado tensiones en torno a la proporcionalidad de las obligaciones formales, la protección de datos personales y la capacidad de los contribuyentes para corregir errores.

			Finalmente, la Ley 29733, Ley de Protección de Datos Personales, publicada el 3 de julio de 2011, y su reglamento establecen límites claros al tratamiento de información económica sensible, lo que resulta especialmente relevante en un entorno en el que la trazabilidad y la inmutabilidad pueden entrar en conflicto con el derecho a la autodeterminación informativa. La eventual adopción de sistemas basados en blockchain debe, por tanto, armonizarse con este marco normativo, de suerte que la trazabilidad permanente no se traduzca en una injerencia desproporcionada sobre la intimidad económica del contribuyente.

			III.	BLOCKCHAIN Y LA MUTACIÓN DEL TIEMPO TRIBUTARIO: DE LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA RECONSTRUCTIVA A LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA ALGORÍTMICA

			Blockchain (o cadena de bloques) es una arquitectura digital que permite registrar transacciones de manera descentralizada, inmutable y verificable. Cada operación se encapsula en un bloque de información que se enlaza con el anterior, formando una secuencia cronológica que no puede alterarse sin romper toda la cadena. Esta estructura, concebida inicialmente para sustentar criptomonedas como Bitcoin en 2008, ha evolucionado hacia múltiples usos institucionales, entre ellos la fiscalidad. La incorporación de la tecnología blockchain en los sistemas tributarios plantea una alteración profunda en uno de los elementos menos problematizados, pero más decisivos del derecho tributario, que no es otro que el tiempo. Mientras que la dogmática tributaria clásica ha concebido la determinación de la obligación tributaria como un proceso desplegado en el tiempo, la lógica blockchain tiende a comprimir dicho proceso hasta hacerlo coincidir con el instante mismo de la transacción económica. Este desplazamiento temporal no es neutro desde el punto de vista constitucional, pues incide directamente en la forma en que se construye y verifica la capacidad contributiva, esto es, en la consecuencia normativa de la norma tributaria, donde residen la base imponible y la alícuota7.

			Séneca reprochaba a los hombres dilapidar lo único que en rigor poseen, que es el tiempo8, y Epicuro, filósofo con quien confieso una antigua afinidad, enseñaba que la vida buena consiste en administrar sabiamente los instantes9. Algo semejante puede predicarse de los sistemas tributarios. El intervalo que media entre el hecho imponible y el pago no es un vacío administrativo que la técnica deba apresurarse a colmar, sino, ante todo, es el espacio donde respira la justicia del gravamen. 

			A.	Blockchain como arquitectura de registro y ejecución tributaria

			La idea que propongo plantea que la tecnología blockchain no debe ser comprendida, en el marco del presente análisis, como una innovación informática aislada ni como un simple soporte de activos digitales, sino como una arquitectura de registro y ejecución con capacidad para reconfigurar estructuralmente la relación entre el hecho imponible, la determinación del tributo y el cumplimiento de la obligación tributaria. Su relevancia jurídica no reside tanto en sus características técnicas (descentralización, inmutabilidad o trazabilidad) sino más bien en su potencial para integrar el registro de la transacción económica con la ejecución automática de consecuencias jurídicas previamente programadas.

			Desde una perspectiva tributaria, blockchain introduce la posibilidad de que el nacimiento del hecho imponible, su registro y la liquidación del tributo se produzcan de manera prácticamente simultánea. A través de contratos inteligentes, la norma tributaria puede traducirse en instrucciones de ejecución automática que se activan en el mismo instante en que se verifica la operación económica gravada. De este modo, la tecnología no se limita a documentar la transacción, sino que interviene directamente en la dinámica de cumplimiento. Con ello, el centro de gravedad del sistema se desplaza desde la declaración posterior hacia la ejecución prácticamente inmediata. 

			El concepto es muy anterior a la tecnología que hoy lo aloja. Nick Szabo lo acuñó a mediados de los años noventa, cuando definió el contrato inteligente como un conjunto de promesas especificadas en forma digital, que incluye los protocolos dentro de los cuales las partes cumplen esas promesas y tuvo el cuidado de precisar que el adjetivo no supone inteligencia artificial alguna10. Un año más tarde formuló la idea operativa que la tributación algorítmica llevaría al extremo: incrustar las cláusulas del acuerdo en el hardware y el software con que las partes interactúan, de manera que el incumplimiento resulte costoso, incluso prohibitivamente costoso, para quien incumple, con la humilde máquina expendedora como ancestro primitivo de la figura11. Leída con ojos de jurista, la definición fundacional resulta a la vez más modesta e inquietante de lo que el nombre sugiere. Más modesta, porque el ‘contrato inteligente’ no constituye una nueva categoría negocial, sino una técnica de ejecución de acuerdos que le preexisten, que ni delibera ni consiente. Y más inquietante, porque su designio no es facilitar el cumplimiento, es volverlo inevitable, de suerte tal que la ejecución deja de depender de la voluntad de cumplir. Sobre esa exacta propiedad, la inevitabilidad, descansa cuanto este trabajo examina.

			Esta arquitectura resulta especialmente relevante para el análisis constitucional, en la medida en que altera el rol tradicional del tiempo en la determinación de la obligación tributaria. Allí donde el modelo clásico separaba el momento del hecho imponible del momento de la liquidación y el pago, blockchain tiende a fusionarlos en un único acto técnico-jurídico. El registro deja de ser un instrumento probatorio ex post para convertirse en el punto de activación de la obligación fiscal, con efectos directos sobre la forma en que se construye y verifica la capacidad contributiva.

			En este sentido, blockchain introduce una nueva lógica de ejecución tributaria que excede la mera mejora de la eficiencia administrativa y condiciona el análisis posterior sobre la mutación del tiempo fiscal y la transformación del principio de capacidad contributiva. Comprender esta arquitectura resulta indispensable para evaluar, en los apartados siguientes, las tensiones constitucionales que emergen cuando la tributación deja de ser un proceso reconstruido en el tiempo y se convierte en una consecuencia técnica inmediata de la transacción económica.

			Esta arquitectura de ejecución automática ha sido destacada en la literatura especializada como un mecanismo capaz de reducir significativamente los costos de cumplimiento y los márgenes de evasión, especialmente en impuestos al consumo, mediante la integración del registro de la transacción con la liquidación inmediata del tributo12. No obstante, dichos enfoques se concentran primordialmente en la eficiencia operativa del sistema, sin desarrollar de manera suficiente las implicancias constitucionales derivadas de la automatización del cumplimiento tributario, lo que supone el verdadero nudo gordiano de la cuestión.

			Desde otra vertiente académica se han propuesto, asimismo, modelos de integración entre blockchain y sistemas de pago tributario, particularmente en el contexto del Impuesto al Valor Agregado (en adelante, IVA), con énfasis en la eficiencia recaudatoria y el control de flujos financieros13. Sin embargo, tales propuestas omiten un análisis constitucional del impacto de la ejecución automática sobre la capacidad contributiva y el derecho de defensa.

			B.	La ruptura del diferimiento tributario

			En los modelos tradicionales de imposición, el hecho imponible no agota por sí solo la determinación del tributo. La obligación tributaria se configura a través de una secuencia que incluye la declaración, la eventual fiscalización y la posibilidad de corrección posterior. Este diferimiento temporal ha permitido que la capacidad contributiva sea reconstruida de manera integral, incorporando elementos que solo se revelan con posterioridad al hecho generador, como gastos deducibles, pérdidas, compensaciones o ajustes derivados de la realidad económica del contribuyente.

			En lo que al ámbito del IVA se refiere, diversos estudios, entre los que destacan los de Ainsworth y Shact, han señalado que los sistemas basados en registros distribuidos permiten combatir esquemas complejos de fraude, como el denominado missing trader intra-community fraud, al impedir la emisión de facturas no validadas por la red y asegurar la trazabilidad completa de la cadena de valor14. No obstante, la traslación de estos mecanismos al conjunto del sistema tributario plantea interrogantes relevantes cuando la ejecución automática del tributo se proyecta sobre manifestaciones de riqueza que requieren una evaluación material de la capacidad contributiva.

			La tecnología blockchain, en cambio, propone un modelo de inmediatez radical. Mediante el uso de contratos inteligentes, el cálculo y la liquidación del tributo pueden integrarse en la propia transacción y ejecutarse de forma automática, sin mediación humana. El impuesto deja de ser el resultado de una determinación posterior para convertirse en una consecuencia técnica inmediata del hecho imponible. En este esquema, el tiempo tributario propende a contraerse hasta casi desaparecer, y con él se adelgazan los espacios tradicionales de reconstrucción de la capacidad contributiva.

			C.	La capacidad contributiva como dato algorítmico

			Este tránsito hacia la inmediatez no muda el contenido del principio de capacidad contributiva; desdobla su régimen de operatividad, según quedó fijado, y es aquí donde el desdoblamiento se deja ver con mayor crudeza. En un sistema automatizado, la capacidad económica del contribuyente tiende a ser tratada, operacionalizada y validada como un dato algorítmico, definido a partir de variables previamente programadas en el código que ejecuta la obligación tributaria. Desde esa perspectiva, la riqueza deja de ser reconocida por el sistema como una realidad compleja susceptible de interpretación y corrección para ser reducida operativamente a parámetros que el sistema reconoce y grava en tiempo real. ¿Y si el parámetro yerra? ¿Quién le explica al código que un ingreso puede ser la máscara de una ruina, o que detrás de una venta puede agazaparse una pérdida? La riqueza, como la salud, no siempre es lo que aparenta ser.

			Se trata de un cambio crítico. El riesgo evidente de este enfoque es la reducción de la capacidad contributiva a una manifestación aparente de riqueza. La jurisprudencia constitucional peruana ha rozado ya esa distinción. En la sentencia recaída en el Expediente 00319-2013-PA/TC, el Tribunal amparó a una sociedad expropiada frente al gravamen del Impuesto a la Renta sobre la indemnización justipreciada, decisión en la que cabe leer que gravar lo que apenas restituye el patrimonio es gravar una apariencia de riqueza y no un incremento real. Un algoritmo programado para leer flujos brutos cometería, a escala, precisamente ese error. En el ámbito del Impuesto a la Renta, por ejemplo, la retención automática sobre ingresos brutos puede desconocer la existencia de costos necesarios, pérdidas arrastrables o deducciones personales, de suerte que la carga fiscal resultante no refleja la aptitud económica real del contribuyente. En los impuestos al consumo, la liquidación inmediata puede afectar la neutralidad del tributo al ignorar créditos fiscales acumulados o situaciones de devolución legítima.

			En contextos como el peruano y latinoamericano, en los que la heterogeneidad económica y la informalidad estructural son sus rasgos persistentes, esta reducción algorítmica de la capacidad contributiva resulta especialmente problemática. La automatización amenaza con imponer una lógica uniforme sobre realidades económicas profundamente desiguales, con la consiguiente erosión del carácter material del principio.

			D.	Los límites de la inmediatez algorítmica en los impuestos a la renta

			La mutación del tiempo tributario descrita no resulta homogéneamente aplicable a todos los tributos y presenta ciertos problemas. En particular, la aplicación de una lógica de inmediatez algorítmica comporta serias dificultades en el ámbito de los impuestos a la renta neta de carácter subjetivo, cuya determinación exige una reconstrucción temporal de la capacidad contributiva que no puede ser sustituida por una ejecución automática inmediata sin afectar su dimensión material.

			A diferencia de los impuestos objetivos (Régimen Especial de Renta) o de aquellos que gravan manifestaciones estandarizadas de riqueza (Nuevo Régimen Único Simplificado), los que gravan la renta neta subjetiva (Régimen General del Impuesto a la Renta) requieren de la consideración de elementos que solo se revelan con posterioridad, tales como los costos necesarios para generar la renta, los gastos deducibles, las pérdidas compensables y las circunstancias personales del contribuyente. En estos casos, la capacidad contributiva no se manifiesta como un dato observable en tiempo real, sino como el resultado de un proceso reconstructivo que presupone el transcurso del tiempo.

			Por tanto, desde la perspectiva de los impuestos a la renta neta subjetiva, la automatización basada en blockchain solo podría operar, en el estado actual de la técnica, como un mecanismo de retención provisional a cuenta del impuesto, y no como una determinación definitiva de la obligación tributaria15. En otras palabras, el algoritmo puede cobrar a cuenta; lo que no puede, todavía, es cerrar la cuenta. Ello confirma que la mutación del principio no consiste en negar la reconstrucción ex post, sino en reubicar constitucionalmente sus garantías, de suerte que lo ex ante no puede suprimir lo ex post allí donde la medición de la renta neta lo exige. La pretensión de aplicar una lógica de inmediatez plena a estos impuestos no solo resulta técnicamente inadecuada; deviene constitucionalmente incompatible con el principio de capacidad contributiva cuando sustituye la medición de la renta neta por una manifestación aparente de riqueza, desconectada de la situación económica global del contribuyente, mediante presunciones o estimaciones algorítmicas.

			Este límite estructural pone de relieve que la constitucionalización del algoritmo tributario no puede traducirse en una homogeneización acrítica y generalizada de los tiempos de imposición. Exige, por el contrario, una diferenciación según la naturaleza del tributo, el método de determinación y la forma en que la capacidad contributiva se manifiesta en cada caso, pues no todos los tributos marchan al mismo compás. En el ámbito de la renta neta, el tiempo conserva una función garantista insustituible, incluso en contextos de automatización fiscal: la renta, como la cosecha, solo se deja medir al final de la estación.

			Distinta es la suerte de los impuestos a la renta que descansan sobre métodos objetivos de determinación y esquemas de periodificación corta, mensual o incluso transaccional, como ocurre en ciertos modelos de imposición proporcional o en regímenes simplificados de renta presunta, o los propios Flat Tax, estructuralmente más compatibles con la lógica de la inmediatez algorítmica a condición de que su diseño quede cuidadosamente documentado. En estos supuestos, la capacidad contributiva se aproxima a una manifestación objetiva y estandarizada de riqueza, lo que permite una ejecución automatizada con menores riesgos de distorsión constitucional. Aun así, también estos modelos exigen preservar mecanismos de corrección y revisión que impidan que la simplificación técnica derive en una afectación desproporcionada de la capacidad económica real del contribuyente.

			E.	De la interpretación jurídica a la ejecución automática

			Otro efecto relevante de la tributación basada en blockchain es el desplazamiento de la interpretación jurídica por la ejecución automática. En el modelo clásico, la determinación de la obligación tributaria admite márgenes de interpretación razonable que pueden ser objeto de controversia y revisión administrativa o judicial. En un sistema algorítmico, en cambio, la norma se traduce en código y se ejecuta sin matices con lo que se estrecha el espacio para la deliberación y el control ex post.

			Este fenómeno abre un frente con el principio de capacidad contributiva que históricamente ha operado como un criterio interpretativo destinado a corregir los excesos del formalismo. Cuando la norma se convierte en algoritmo, la posibilidad de ajustar la carga tributaria a la realidad económica del contribuyente depende exclusivamente del diseño previo del sistema. El control se traslada así desde la aplicación concreta hacia la fase de programación. Pero ello no significa que esta tensión sea insuperable, en la medida en que el propio diseño normativo y técnico del sistema incorpore salvaguardas constitucionales orientadas a preservar la justicia material de la imposición16.

			Permítaseme una última digresión filosófica, que el asunto la viene pidiendo a gritos. El siglo XX presenció un pleito extraordinario, el de Wittgenstein contra Wittgenstein. El joven autor del Tractatus soñó un lenguaje lógicamente perfecto, en el que todo lo que puede decirse puede decirse con claridad y el signo bien construido no deja lugar a la duda17. El Wittgenstein maduro dedicó su segunda vida a desmontar el sueño de la primera. El significado de una palabra es su uso en el lenguaje, enseñan las Investigaciones, y ninguna regla determina por sí sola su propia aplicación, pues todo curso de acción puede acomodarse a la regla mediante alguna interpretación18. 

			Traducido a nuestro asunto, el contrato inteligente es el sueño del primer Wittgenstein compilado y puesto en producción, un lenguaje donde el sentido de la proposición es su ejecución y la duda resulta sintácticamente imposible. Pero el hecho imponible vive en el mundo del segundo, en el juego del lenguaje de los negocios, las formas y los propósitos, donde calificar es siempre interpretar un uso. El pleito, además, ya tiene árbitro, y es el propio Wittgenstein, que empleó la mitad de su vida en demostrar que la otra mitad se había equivocado. La tributación algorítmica pretende gobernar con la gramática del Tractatus un mundo que habla el idioma de las Investigaciones, y en esa desproporción, no en defecto alguno de ingeniería, reside el límite último de lo automatizable.

			Vuelvo al asunto, y con la cosecha de la digresión en la mano, el pleito traza, con una precisión que ninguna taxonomía técnica iguala, la frontera de lo automatizable. De un lado quedan las reglas cuya aplicación es subsunción reglada, el plazo, la tarifa, el cómputo, el orden de imputación, territorio del primer Wittgenstein donde el código entra con ventaja, pues ejecuta sin fatiga y sin favoritismos lo que la ley dejó cerrado. Del otro quedan los juicios que no subsumen, sino que comprenden, con la calificación económica de los hechos y la cláusula antielusiva general de la Norma XVI a la cabeza, que exigen pronunciarse sobre el propósito del acto, sobre su artificiosidad, sobre la correspondencia entre la forma elegida y el sustrato económico que la habita. Ese juicio es un acto de comprensión que compromete la responsabilidad de quien lo emite; es estructuralmente inautomatizable y todo intento de traducirlo a reglas objetivas y umbrales de riesgo no lo automatiza, lo encubre, y sustrae del deber de motivación una discrecionalidad que no desaparece, solo cambia de manos y de idioma.

			La propia existencia de la cláusula antielusiva confirma, por lo demás, el diagnóstico del segundo Wittgenstein. Si las reglas determinaran por sí solas su aplicación, la elusión sería imposible, pues nadie podría cumplir la letra traicionando el sentido; la elusión es, en rigor, la paradoja del seguimiento de reglas explotada con ánimo de lucro, y la norma antielusiva es la confesión del ordenamiento de que ningún catálogo cerrado de supuestos lo protegerá jamás. Pretender automatizarla sería pedirle al código que vigile los límites del código y esa pregunta ya quedó formulada, en latín y unas páginas atrás. El algoritmo hereda todo lo que la ley pudo cerrar; el juicio humano retiene todo lo que la ley, por serlo, tuvo que dejar abierto. Y un sistema de tributación automatizada será constitucionalmente maduro no cuando lo automatice todo, sino cuando sepa distinguir, con la honestidad del segundo Wittgenstein lo que puede compilar de lo que solo puede comprender.

			F.	La mutación constitucional del tiempo fiscal

			Desde una perspectiva constitucional, la automatización tributaria basada en blockchain puede ser entendida como una mutación del tiempo fiscal. En ese orden lógico, la capacidad contributiva se convertirte en un presupuesto que debe ser anticipado y codificado ex ante. Esta mutación no implica la desaparición del principio, pero sí una reconfiguración de naturaleza distinta a las que registra su historia. Cuando el constitucionalismo del siglo XX elevó a norma la vieja fórmula smithiana del reparto según las facultades, lo que cambió fue el rango del enunciado. Y cuando la dogmática le añadió la progresividad y el mínimo exento, lo que cambió fue su contenido. La ejecución algorítmica altera lo único que aquellas transformaciones dejaron intacto: el momento en que el principio opera y con ello las garantías del contribuyente que de ese momento dependían.

			En América Latina, donde el tiempo tributario ha cumplido una función amortiguadora frente a la rigidez del poder fiscal, la eliminación del diferimiento exige una reflexión particularmente cuidadosa. La eficiencia técnica que promete blockchain no puede traducirse en una supresión de los espacios de corrección y defensa que han sido esenciales para preservar la proporcionalidad del sistema tributario.

			La eliminación del diferimiento tributario altera estructuralmente los espacios de reconstrucción de la capacidad contributiva y de ejercicio del derecho de defensa19.

			G.	El problema del oráculo como límite estructural de la automatización tributaria

			Un aspecto técnico decisivo para evaluar la viabilidad constitucional de la tributación automatizada, y que suele pasar inadvertido en los análisis jurídicos, es el denominado ‘problema del oráculo’. En los sistemas basados en contratos inteligentes, el oráculo constituye el mecanismo mediante el cual se introducen en la cadena de bloques los datos provenientes del mundo real. Sin un oráculo confiable, ningún contrato inteligente puede ejecutar válidamente consecuencias jurídicas, pues carece de información verificable sobre el hecho imponible, la base imponible o el valor económico de la transacción. 

			El término pide definición de doctrina antes de cargar con el peso que este trabajo le impone. En la literatura especializada, los oráculos son los servicios que suministran a la cadena la información del mundo exterior que esta no puede procurarse por sí misma: terceros a los que se confía la verificación de los datos reales cuya acreditación desencadena la ejecución del contrato inteligente. De esa función nace el celebrado problema del oráculo, que Caldarelli20 formula como la imposibilidad de saber si la información que el oráculo entrega es auténtica e imparcial. La cadena garantiza la integridad de lo registrado, pero nada puede garantizar sobre la verdad de lo que se registra, de suerte que el eslabón que conecta el código con el mundo reintroduce, en el corazón de una arquitectura que prometía prescindir de la confianza, la vieja dependencia de un tercero confiable, con su centralización y su punto único de falla, límite que la doctrina jurídica identificó desde temprano. 

			En materia tributaria, el oráculo no es un componente accesorio, sino el punto de falla más crítico del sistema. La determinación del tributo depende de la veracidad, integridad y oportunidad del dato que ingresa al algoritmo. Si el oráculo es manipulado, defectuoso o vulnerable, la automatización fiscal se convierte en un verdadero problema y en una fuente de arbitrariedad técnica, incompatible con el principio de capacidad contributiva y con el derecho de defensa.

			Por ello, la arquitectura del oráculo no puede quedar librada a mecanismos descentralizados, anónimos o de validación comunitaria. En tributación, el oráculo debe ser institucional, sometido a responsabilidad pública, control administrativo y garantías de transparencia. La constitucionalización del algoritmo tributario exige, en consecuencia, la constitucionalización del oráculo. Su diseño, gobernanza y auditabilidad deben estar sometidos a los mismos límites que rigen el ejercicio del poder tributario. Cuanto más confiable es el sistema que rodea al oráculo, menos muerde el problema. Sobre esa grieta y sobre esa salida se levanta, exactamente, la categoría que aquí se propone: el oráculo institucional, cuya confiabilidad ya no es un problema de ingeniería, sino de derecho constitucional21.

			No todo oráculo, con todo, es de la misma especie y la distinción decide el régimen. El oráculo de constatación suministra un hecho verificable: el monto transferido, la fecha, las partes. Allí no hay presunción alguna; hay un problema probatorio que se resuelve con trazabilidad y contradicción sobre el dato y que puede incluso aspirar a la base cierta que el artículo 6322 del Código Tributario prefiere. El oráculo de valoración suministra una estimación: el tipo de cambio aplicable, el valor de mercado de un criptoactivo, el valor de referencia de un inmueble. Aquí sí opera una presunción y, con ella, el régimen que enseguida se dirá. Y el oráculo de calificación, la especie más grave y la menos advertida, pretende decidir si la operación es venta o servicio, si el gasto es causal, si la entidad es domiciliada. Lo que automatiza no es la constatación de un hecho, sino su calificación jurídica; esto es, interpretación, y ninguna reserva de ley salva eso, como quedó dicho al trazar la frontera de lo automatizable. Si la determinación, según se sostuvo, no crea la obligación sino que la narra, el algoritmo que califica no determina; simula.

			Para el oráculo de valoración, y solo para él, hay una llave dogmática que despoja a la categoría de todo exotismo. En su estructura lógica, ese oráculo opera como una presunción, esto es, un hecho conocido, el dato que el oráculo suministra del que se infiere el hecho gravado. Y las presunciones, en nuestro ordenamiento tributario, no son libres. Requieren norma con rango legal que las establezca y operan con carácter subsidiario respecto de la determinación sobre base cierta, como manda la lógica de los artículos 63 y 6423 del Código Tributario. Asimismo, admiten prueba en contrario y se someten a un procedimiento que permite al administrado contradecirlas. No hay razón alguna, y sí muchas en contra, para que el dato del oráculo escape al régimen que el propio ordenamiento impone a presunciones de mucha menor entidad. 

			De ello se puede concluir que las exigencias con que la categoría cobra contenido operativo son las siguientes: esto es, la fuente del dato determinada por ley, y no por decisión técnica de la administración; su intervención subsidiaria, de modo que, allí donde el hecho consta, el oráculo no supla; la contradicción garantizada, sea mediante un intervalo de contestación previo a la ejecución, sea mediante la reversión cuando la impugnación prospere; y la trazabilidad completa, de suerte que el contribuyente pueda saber siempre de dónde vino el número que lo grava. Un oráculo que no satisface estas condiciones no es únicamente un componente técnico defectuoso, sino que representa a todas luces una presunción inconstitucional que se ejecuta sola.

			IV.	TENSIONES CONSTITUCIONALES DE LA TRIBUTACIÓN BASADA EN BLOCKCHAIN

			La mutación del tiempo tributario introducida por la tecnología blockchain no se limita a una reorganización procedimental, sino que proyecta efectos directos sobre los principios constitucionales que delimitan el ejercicio del poder tributario. La automatización y la inmediatez, si bien prometen eficiencia recaudatoria y reducción de la evasión, generan tensiones significativas con la capacidad contributiva, la no confiscatoriedad, la seguridad jurídica y el derecho de defensa. Estas tensiones adquieren una especial relevancia en el contexto peruano y latinoamericano, donde dichos principios han cumplido históricamente una función de contención frente a la rigidez del sistema fiscal.

			La literatura reciente ha advertido que la automatización del ejercicio de la potestad tributaria configura una nueva forma de poder fiscal, ejercida a través de sistemas algorítmicos capaces de interpretar y ejecutar normas sin mediación humana plena. En este contexto, Caliendo ha señalado que el denominado artificial taxing power plantea riesgos estructurales para principios constitucionales como la legalidad, la igualdad, la capacidad contributiva y el debido proceso, lo que exige reforzar los mecanismos de control, transparencia y revisión humana del diseño y funcionamiento de dichos sistemas24.

			A.	Derecho comparado: experiencias internacionales de automatización fiscal

			La discusión sobre la tributación automatizada no se desarrolla en el vacío. Diversas jurisdicciones han implementado, con distintos grados de intensidad, sistemas que integran tecnologías de registro distribuido, validación en tiempo real y automatización de obligaciones fiscales.

			En Estonia, la infraestructura XRoad permite la interoperabilidad segura de datos entre entidades públicas, posibilitando la determinación casi automática de ciertos tributos sin necesidad de blockchain. En Brasil, la Nota Fiscal Eletrônica y los proyectos piloto de blockchain para el control del IVA han demostrado que la trazabilidad digital puede reducir significativamente la evasión, siempre bajo una arquitectura permisionada y con control estatal. En China, la administración tributaria ha implementado sistemas basados en blockchain para la emisión y validación de facturas, integrando la tecnología en una red estatal de gobernanza centralizada25.

			En la Unión Europea, la propuesta ViDA y la transición hacia el e-invoicing obligatorio constituyen un modelo de automatización fiscal que combina trazabilidad, interoperabilidad y control institucional26. Paralelamente, el AI Act de 2024 ha clasificado determinados sistemas algorítmicos utilizados por autoridades para la toma de decisiones como sistemas de alto riesgo, sometiéndolos a obligaciones estrictas de transparencia, auditabilidad y supervisión humana27. Estas experiencias confirman que la automatización fiscal solo es constitucionalmente viable cuando se inserta en arquitecturas institucionales robustas y bajo mecanismos de control reforzado.

			B.	Capacidad contributiva y automatización fiscal

			Sería impropio, de entrada, discutir la ejecución inmediata del tributo como si el ordenamiento peruano no hubiese lidiado ya con ella. Lo ha hecho, y de manera copiosa: los pagos a cuenta del impuesto a la renta, las percepciones y retenciones del IGV, el sistema de detracciones y el impuesto temporal a los activos netos (en adelante, ITAN) son mecanismos de exacción anticipada que operan sobre manifestaciones incompletas de riqueza y que el Tribunal Constitucional ha examinado y, en lo sustancial, convalidado, no sin invocar el deber de contribuir y el principio de solidaridad28.

			Leída con cuidado, sin embargo, esa línea dice algo más fino de lo que suele atribuírsele. En todos esos pronunciamientos la exacción anticipada resistió el examen porque la anticipación no clausuraba la medición definitiva. La percepción y la retención son créditos que se imputan y, en su defecto, se devuelven. La detracción en cambio, ni siquiera es un pago, sino dinero del propio contribuyente en una cuenta de destino restringido, aunque el ingreso como recaudación de los montos no aplicados matiza la pureza del tipo. El ITAN fue convalidado como imposición patrimonial autónoma en un régimen que preserva por ley la imputación y la devolución; y el anticipo adicional cayó, precisamente, porque su estructura rompía el nexo con la riqueza que decía anticipar. 

			La lectura unitaria que propongo, y que ofrezco como reconstrucción normativa del autor antes que como doctrina declarada por el Tribunal, es que la línea peruana no valida la inmediatez; valida la provisionalidad. El deber de contribuir alcanza para justificar que el Estado cobre antes; no alcanza para justificar que suprima la corrección posterior, porque lo primero es una carga de liquidez y lo segundo es una mutación del hecho imponible.

			Séale concedida ahora la palabra al contradictor, que la merece y que alguien formulará. El diferimiento, dirá, no protege al contribuyente débil; protege al contribuyente asesorado. El intervalo entre el hecho imponible y el pago no es el espacio donde respira la justicia del gravamen, es el espacio donde respiran la planificación, la elusión y la asimetría entre quien puede pagar un estudio y quien no. La determinación humana ex post no es garantía, es oportunidad; y la capacidad contributiva medida por un sistema que ve todos los flujos es más real, no menos, que la declarada por quien elige qué mostrar. Desde esa premisa, la capacidad contributiva algorítmica no sería una apariencia de riqueza, sino la primera riqueza verdaderamente vista. La objeción es seria y su parte de verdad ya quedó recogida en estas páginas. Donde la base es completa en el instante, la inmediatez sirve al principio mejor que el diferimiento, y la trazabilidad puede ensanchar el perímetro de lo visible. Pero su núcleo descansa en una confusión que este trabajo ha procurado deshacer. Ver todos los ingresos no es ver la riqueza. El sistema que observa cada flujo ve más que el fiscalizador de ayer y sigue sin ver el costo computable, la pérdida arrastrable, la circunstancia personal; ve el caudal, no el patrimonio que queda cuando el caudal pasa. La objeción, en suma, prueba que el algoritmo es mejor testigo; no prueba que sea juez.

			La literatura regional ha destacado que los contratos inteligentes permiten automatizar la recaudación tributaria mediante la ejecución inmediata de obligaciones previamente codificadas, eliminando intermediarios y reduciendo la discrecionalidad administrativa29. Sin embargo, esta automatización opera, por regla general, sobre flujos económicos brutos e inmediatos, lo que evidencia una tensión estructural con el principio de capacidad contributiva cuando no se incorporan mecanismos que permitan considerar deducciones, pérdidas o circunstancias personales del contribuyente.

			El principio de capacidad contributiva exige que la carga tributaria se adecúe a la real aptitud económica del contribuyente. Ahora bien, en un sistema de tributación automatizada basado en blockchain, la determinación del tributo tiende a realizarse en tiempo real, a partir de parámetros previamente codificados. Esta lógica algorítmica tiende a reducir la capacidad económica a una manifestación inmediata y parcial de riqueza, desconectada de la situación económica global del contribuyente y que vacía de contenido al principio de capacidad contributiva.

			Los efectos concretos de esa reducción sobre la medición de la renta neta y sobre la neutralidad de los impuestos al consumo quedaron expuestos en la sección III, a cuyo desarrollo me remito.

			En lo que respecta a los impuestos patrimoniales, la automatización fiscal plantea una tensión adicional con el principio de capacidad contributiva, vinculada a la valoración algorítmica de activos y a la presunción de riqueza estable. Los sistemas automatizados tienden a operar sobre valores de referencia predeterminados (catastrales, de mercado o derivados de oráculos digitales) que no siempre reflejan la situación económica real del contribuyente, especialmente en contextos de iliquidez, depreciación acelerada o imposibilidad material de disposición del bien. La ejecución automática del tributo sobre la base de estas valoraciones puede desconocer la capacidad económica efectiva, al gravar patrimonios nominales o potenciales sin atender a su rendimiento real ni a la disponibilidad de recursos líquidos para afrontar la carga fiscal. En este escenario, la automatización propende a consolidar una concepción estática y formal del patrimonio, vaciando de contenido material al principio de capacidad contributiva y reforzando la necesidad de mecanismos de corrección y revisión que permitan ajustar la imposición a la realidad económica concreta del contribuyente.

			C.	La responsabilidad institucional del algoritmo tributario

			La automatización fiscal no puede diluir la responsabilidad pública en una abstracción tecnológica. Todo sistema algorítmico utilizado para la determinación, liquidación o ejecución de obligaciones tributarias debe estar sometido a un régimen claro de responsabilidad institucional que identifique a la entidad estatal encargada del diseño, programación, operación, supervisión y corrección del algoritmo. La administración tributaria no puede escudarse en la ‘neutralidad técnica’ del código ni en la complejidad de la arquitectura digital para eludir su deber de garantizar la legalidad, proporcionalidad y justicia material del tributo. En consecuencia, los errores de programación, fallas del oráculo, sesgos en los datos, defectos en la ejecución automática o resultados que vulneren la capacidad contributiva generan responsabilidad directa del Estado, ya sea en sede administrativa, constitucional o contenciosotributaria. La responsabilidad institucional del algoritmo implica, además, la obligación de asegurar mecanismos efectivos de revisión humana, reversión de cobros indebidos y reparación de los perjuicios ocasionados por decisiones automatizadas, evitando que la inmutabilidad técnica o la descentralización operativa se conviertan en espacios de impunidad tecnológica incompatibles con un Estado constitucional de Derecho. La vieja pregunta de Juvenal, quis custodiet ipsos custodes30, admite hoy una relectura tan inevitable como inquietante: quis custodiet ipsos custodes algorithmi. ¿Quién audita al auditor algorítmico? ¿Quién programa los límites del programador?

			D.	No confiscatoriedad y rigidez algorítmica

			La no confiscatoriedad constituye un límite esencial al poder tributario, destinado a impedir que la carga fiscal absorba una parte sustancial de la riqueza del contribuyente. La automatización tributaria introduce un riesgo específico en este ámbito: la rigidez algorítmica. Al ejecutarse de manera automática e inmediata, el cobro del tributo puede producir efectos confiscatorios en situaciones de volatilidad económica, errores de cálculo o transacciones posteriormente anuladas.

			En contextos económicos inestables, frecuentes en América Latina, la ejecución automática de retenciones o pagos tributarios puede afectar gravemente la liquidez del contribuyente, sin que existan mecanismos de corrección inmediata. La ausencia de filtros de proporcionalidad en la fase de ejecución incrementa el riesgo de que la suma de tributos, aun individualmente razonables, genere un efecto confiscatorio en su conjunto.

			Desde una perspectiva constitucional, el problema no gravita únicamente en la cuantía del tributo individualmente considerado, sino en la imposibilidad estructural del sistema automatizado para ponderar el impacto económico global de la carga fiscal en tiempo real. La rigidez algorítmica impide realizar el juicio de proporcionalidad que tradicionalmente ha permitido evaluar si la exacción tributaria resulta razonable en atención a la situación económica concreta del contribuyente. Cuando la ejecución del tributo se produce de manera automática e irreversible, el principio de no confiscatoriedad deja de operar como un límite efectivo y se transforma en una garantía meramente declarativa.

			En este sentido, la automatización fiscal desplaza el riesgo confiscatorio desde el plano normativo al plano operativo. Un sistema que ejecuta retenciones o pagos sin incorporar márgenes de tolerancia, mecanismos de suspensión o filtros de razonabilidad puede generar efectos materialmente confiscatorios aun cuando el diseño legal del tributo sea, en abstracto, constitucionalmente válido. La no confiscatoriedad, por tanto, ya no puede evaluarse únicamente en función de la ley que crea el tributo, sino que debe proyectarse sobre el modo en que el sistema algorítmico lo ejecuta.

			De ello se sigue que la constitucionalización del algoritmo tributario exige incorporar, desde su diseño, mecanismos de modulación y corrección que permitan neutralizar efectos confiscatorios derivados de la automatización. La posibilidad de diferir la ejecución, de revertir cobros indebidos de manera inmediata o de introducir umbrales de protección frente a impactos desproporcionados sobre la liquidez del contribuyente se convierte en una exigencia constitucional, y no en una mera opción técnica. Es evidente que solo de ese modo el principio de no confiscatoriedad puede conservar su función histórica como límite material al poder tributario en entornos de ejecución automatizada, y no quedar enmarcado como un ornamento decorativo.

			E.	Seguridad jurídica y previsibilidad del sistema

			La seguridad jurídica exige que los contribuyentes puedan prever razonablemente las consecuencias fiscales de sus actos. En un sistema basado en blockchain, esta previsibilidad depende en gran medida de la transparencia y estabilidad del algoritmo que ejecuta la obligación tributaria. Sin embargo, la complejidad técnica de estos sistemas puede dificultar la comprensión de las reglas aplicables, especialmente para pequeños contribuyentes o agentes económicos con menor capacidad tecnológica.

			Además, la traducción de normas jurídicas en código plantea el problema de la opacidad algorítmica. Si el contribuyente no puede comprender cómo se calcula y ejecuta el tributo, la seguridad jurídica se ve comprometida, y con ella la legitimidad del sistema fiscal. Este riesgo se intensifica en ordenamientos donde la cultura tributaria ya se encuentra debilitada por la desconfianza hacia las instituciones, como es el caso del Perú.

			Esta problemática se intensifica en el contexto de la economía digital y los criptoactivos, donde la volatilidad de los valores y la ausencia de referencias únicas de mercado dificultan la determinación precisa de la base imponible en el momento de la transacción. En tales escenarios, la automatización sin explicabilidad suficiente puede erosionar gravemente la previsibilidad del sistema tributario y la confianza del contribuyente.

			En este contexto, la seguridad jurídica en entornos de tributación automatizada exige reconocer un derecho a la explicación tributaria algorítmica como contenido esencial del derecho de defensa. No basta con que el contribuyente tenga la posibilidad abstracta de comprender el sistema. Resulta necesario que la propia arquitectura del algoritmo genere, de manera automática, una justificación inteligible del proceso de liquidación, detallando las variables consideradas y la lógica aplicada en cada caso concreto. Y lo haga, por supuesto, pensando en el contexto económico, social y educativo en el que vivimos.

			Este deber de transparencia activa no solo fortalecería la previsibilidad del sistema, sino que constituye una condición indispensable para que la automatización fiscal no derive en una forma de poder opaco e incontestable, incompatible con los principios del constitucionalismo tributario.

			F.	Derecho de defensa y ejecución automática

			El derecho de defensa constituye una garantía esencial en materia tributaria al permitir al contribuyente impugnar determinaciones que no reflejen adecuadamente su capacidad económica. La tributación basada en blockchain plantea un dilema central: ¿cómo ejercer el derecho de defensa frente a una obligación que se ejecuta de manera automática y sin mediación humana?

			Si el tributo se liquida y cobra en el mismo instante de la transacción, el contribuyente se enfrenta a un hecho consumado, sin posibilidad de contradicción previa. Se abre así una asimetría entre validez y eficacia. El juez puede anular el acto (piénsese en los tiempos que demoran los procesos tributarios en el Perú), pero no puede detener físicamente la ejecución de un código que ya corrió; la sentencia llegaría cuando el patrimonio ya fue afectado desde hace mucho tiempo. El único momento en el que el Derecho es capaz de gobernar realmente al algoritmo es, por ello, anterior a su ejecución. En este escenario, los mecanismos de impugnación ex post resultan insuficientes para neutralizar los efectos económicos inmediatos del cobro, especialmente cuando se trata de montos significativos o de operaciones recurrentes. La automatización, sin garantías correctivas adecuadas, corre el riesgo de vaciar de contenido el derecho de defensa y de transformar la relación tributaria en un vínculo puramente técnico, desprovisto de contrapesos institucionales.

			La situación evoca, en su efecto económico, una figura de nombre viejo: el solve et repete, el paga y después reclama. Aunque la analogía es funcional y no de identidad, pues aquí el pago previo no condiciona el acceso al reclamo, el vicio propio es otro, y más grave: la ejecución sin acto, sin determinación identificable, sin motivación y sin notificación; no la condición de la garantía, sino su supresión. La regla del pago previo como condición de la discusión fue declarada inconstitucional en Italia ya en 1961, por infringir la igualdad y el libre acceso a la jurisdicción31, y el constitucionalismo iberoamericano la ha combatido desde entonces como una de las expresiones más severas del privilegio fiscal. Que el pago previo lo imponga un código y no una ley procesal no lo mejora, sino que lo empeora ineluctablemente, porque le añade la automaticidad y le sustrae la deliberación. De aquí se sigue una exigencia que el diseño no puede regatear. La ejecución algorítmica debe producir un acto de determinación identificable, motivado y notificado, susceptible de impugnación como cualquier otro. Y el llamado derecho a la explicación algorítmica, que la doctrina presenta como novedad de la era digital, no es novedad ninguna; es la motivación del acto administrativo, exigencia que nuestro ordenamiento conoce desde siempre y que ningún avance técnico puede derogar. Lo que el sistema debe generar no es una cortesía informativa, sino la fundamentación de la que depende la validez de lo actuado, expresada de modo que la comprenda su destinatario y no solo quien programó el sistema.

			Y es que la corrección de esta tensión no pasa por negar la ejecución automática del tributo, sino por someterla a un diseño constitucionalmente exigente. Y ello implica anticipar el derecho de defensa al momento de la programación del sistema, garantizar la reversibilidad de los efectos económicos del cobro inmediato, reconocer un derecho a la explicación tributaria algorítmica y desplazar el control constitucional desde la mera impugnación ex post hacia la validación ex ante del diseño normativo-algorítmico que ejecuta la obligación tributaria.

			G.	El test de constitucionalidad algorítmica como garantía ex ante

			Empero, las tensiones constitucionales descritas no pueden resolverse únicamente mediante controles ex post ni a través de ajustes técnicos aislados. En entornos de tributación automatizada, la preservación efectiva de la capacidad contributiva, la no confiscatoriedad y el derecho de defensa exige un control constitucional previo del diseño normativo-algorítmico. En este contexto, resulta necesario proponer un verdadero test de constitucionalidad algorítmica como condición de validez de todo sistema tributario basado en contratos inteligentes.

			Este test no se orienta a evaluar la corrección técnica del algoritmo, sino a verificar su compatibilidad estructural con los principios constitucionales que limitan el poder tributario. Es un paso ineludible. En particular, el control debe recaer sobre el diseño del sistema, examinando si la arquitectura algorítmica incorpora, desde su concepción, mecanismos que permitan reflejar adecuadamente la capacidad contributiva, evitar efectos confiscatorios derivados de la ejecución automática y garantizar espacios efectivos de contradicción y revisión.

			Desde esta perspectiva, el test de constitucionalidad algorítmica opera como un juicio ex ante sobre la validez constitucional del sistema de ejecución, y no como una revisión posterior de actos individuales. Su finalidad es asegurar que la automatización fiscal no transforme principios materiales de justicia tributaria en garantías meramente formales ni traslade el control constitucional hacia el momento en que el poder tributario se diseña, programa y pone en funcionamiento. Solo bajo estas condiciones la tributación basada en blockchain puede integrarse legítimamente en el Estado Constitucional de Derecho sin erosionar los fundamentos garantistas del sistema tributario.

			En este sentido, el test de constitucionalidad algorítmica traduce, en clave contemporánea, el control constitucional del poder tributario en un contexto de ejecución automatizada.

			Propongo, con carácter programático y de lege ferenda, la estructura mínima de ese test, articulada en cinco juicios sucesivos y gobernada por dos claves. La primera es de prelación, pues los juicios se ordenan de lo formal a lo material y el fracaso de cualquiera hace innecesario el examen de los siguientes; la segunda es de intensidad, pues cada juicio se aplica con el rigor que dictan las tres magnitudes del estándar graduado que más abajo se precisa. 

			(i)	El primero es un juicio de legalidad y de reserva de ley que verifica que los elementos esenciales del tributo ejecutado por el algoritmo, desde la hipótesis de incidencia hasta la base imponible, la alícuota y los sujetos, estén fijados por norma con rango legal y que el código opere como desarrollo reglado de la ley y no como fuente material encubierta de la obligación. 

			(ii)	Le sigue un juicio de fidelidad normativa, que contrasta el código con la norma que dice ejecutar y exige trazabilidad documental entre cada instrucción del programa y su fundamento jurídico. 

			(iii)	El tercero, de capacidad contributiva y de proporcionalidad del diseño, examina si el algoritmo incorpora las variables que permiten medir la riqueza efectivamente gravada, entre ellas deducciones, créditos, compensaciones y umbrales de protección de la liquidez, o si opera sobre manifestaciones brutas o aparentes. 

			(iv)	El cuarto, de reversibilidad y de defensa, comprueba la existencia de mecanismos de suspensión de la ejecución, devolución inmediata de lo indebidamente cobrado y revisión humana efectiva, así como la imposibilidad técnica de alteración retroactiva en perjuicio del contribuyente y la subsistencia de un modo degradado de determinación humana al que el sistema pueda replegarse, pues sin ese repliegue no hay control judicial posible. 

			(v)	Cierra la serie un juicio de transparencia y auditabilidad, que se proyecta sobre el algoritmo y, con particular intensidad, sobre el oráculo institucional que le suministra los datos.

			En cuanto al estándar de control, sostengo que su intensidad no es única, sino graduada, y se mide por tres magnitudes que el juez puede verificar: (i) el grado de irreversibilidad de la ejecución; (ii) el carácter provisional o definitivo de la determinación que el algoritmo produce; (iii) y la distancia entre la base sobre la que el código opera y la riqueza neta que el tributo pretende gravar. Un sistema irreversible, definitivo y de base bruta reclama el examen más severo que el ordenamiento conozca; uno reversible, provisional y de base completa apenas se distingue, en su estructura constitucional, de una retención en la fuente, y no hay razón para tratarlo con mayor severidad que a esta. La carga de acreditar la conformidad constitucional del diseño recae, en todos los casos, sobre la administración y no sobre el contribuyente, por la razón elemental de que solo ella conoce el código y nadie puede ser obligado a probar lo que no puede ver.

			Por lo que toca al órgano competente y a la oportunidad procesal, el test opera en tres momentos. El legislador lo aplica al aprobar la habilitación legal del sistema, que debería exigir una evaluación previa de impacto normativo algorítmico, análoga a las que el derecho comparado impone a los sistemas de alto riesgo. La administración tributaria lo aplica antes de la puesta en producción de cada algoritmo, mediante validación técnica documentada y auditoría independiente de resultados públicos. El juez constitucional lo aplica, en fin, por la vía del control abstracto contra la ley habilitante y por la del control concreto, mediante el amparo o la inaplicación del algoritmo cuya ejecución vulnere derechos fundamentales, sin perjuicio de la revisión contencioso tributaria de los actos individuales de determinación. El incumplimiento de cualquiera de los juicios que integran el test genera, según el caso, la invalidez de la norma habilitante, la nulidad del acto de determinación o la inaplicación del algoritmo.

			V.	HACIA UNA RELECTURA CONSTITUCIONAL DE LA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA EN ENTORNOS BLOCKCHAIN

			Los problemas constitucionales que plantea la tributación basada en blockchain no conducen necesariamente a un rechazo de la tecnología, pero sí exigen una relectura del principio de capacidad contributiva que permita integrar la automatización fiscal sin sacrificar las garantías fundamentales del derecho tributario. La cuestión central que es materia de estas cavilaciones no es si blockchain puede aplicarse a la fiscalidad, sino en qué condiciones constitucionales dicha aplicación resulta compatible con un sistema tributario justo y legítimo.

			A.	De la capacidad contributiva ex post a la capacidad contributiva ex ante

			En el modelo clásico, la determinación del tributo a la luz del principio de capacidad contributiva se verifica y corrige ex post a través de la declaración, la fiscalización y los mecanismos de impugnación. En un entorno blockchain donde la liquidación del tributo tiende a ejecutarse de manera inmediata, esta lógica debe desplazarse hacia una verificación ex ante incorporada en el diseño normativo y algorítmico del sistema.

			Ello implica que las variables que determinan la carga tributaria (deducciones, compensaciones, límites de proporcionalidad) no pueden quedar relegadas a una fase posterior, sino que deben ser consideradas desde el momento mismo en que se programa la ejecución automática del tributo. Así, como ya se ha anunciado líneas atrás, el principio de capacidad contributiva deja de ser un principio correctivo aplicado a posteriori para convertirse en un criterio estructural de diseño del sistema tributario digital.

			B.	Constitucionalización del algoritmo tributario

			La traducción de normas tributarias en código no puede concebirse como un ejercicio puramente técnico, sino que debe cribarse celosamente sobre la base del contorno de los principios constitucionales que sostienen el Estado de Derecho, dada su implicancia económica y social en general. Teniendo en cuenta ello, el algoritmo que ejecuta la obligación tributaria debe ser entendido como una extensión funcional de la norma jurídica, y como tal, sujeto a los mismos límites constitucionales que rigen la potestad tributaria del Estado. Esto exige una verdadera constitucionalización del algoritmo tributario y un aggiornamento de los principios a los tiempos actuales.

			Desde esta perspectiva, considero que el diseño de sistemas blockchain aplicados a la fiscalidad debe garantizar, al menos, tres exigencias fundamentales: (i) transparencia en los criterios de cálculo y ejecución del tributo; (ii) proporcionalidad en la carga fiscal resultante; y (iii) posibilidad de revisión y corrección frente a errores o situaciones no previstas. Sin estas garantías, la automatización corre el riesgo de convertir la eficiencia técnica en rigidez normativa que no respete el paño constitucional.

			La constitucionalización del algoritmo tributario, por tanto, exige concebirlo no como un mero instrumento técnico de ejecución, sino como una estructura jurídica condicionada por principios constitucionales. El algoritmo que liquida y ejecuta el tributo debe ser entendido como una prolongación funcional de la norma tributaria y no como su sustituto. Ello implica que el diseño del sistema debe responder a una lógica de hibridación normativa, en la que el código ejecutable se encuentre subordinado a cláusulas jurídicas interpretables y revisables, capaces de prevalecer ante situaciones no previstas o resultados manifiestamente desproporcionados. Lo antes indicado plantea, además, la necesidad de repensar algunos presupuestos de la teoría general del Derecho, en la medida en que la constitucionalización del algoritmo puede generar transformaciones relevantes en la forma de concebir la producción y aplicación normativa. Confieso que, al escribir estas líneas, me ronda una sospecha que no consigo disipar del todo, y es que buena parte del derecho tributario del porvenir se jugará menos en los tribunales que en los repositorios de código.

			En esa línea de pensamiento, los denominados smart legal contracts ofrecen un marco conceptual adecuado para integrar automatización y constitucionalismo, en la medida en que permiten articular la ejecución técnica del tributo con reservas explícitas de interpretación jurídica y control constitucional. El derecho positivo comienza a caminar en esa dirección. El Reglamento (UE) 2023/2854, Reglamento de Datos europeo, define en su artículo 36 el contrato inteligente como un programa informático para la ejecución automatizada de un acuerdo, con lo que despoja a la figura de toda pretensión sustitutiva del contrato subyacente, y exige, para los contratos inteligentes que ejecutan acuerdos de intercambio de datos, requisitos esenciales entre los que destacan la resolución unilateral y la interrupción seguras, esto es, funciones internas capaces de poner fin a la ejecución o de reinicializar el contrato, y la coherencia del código con el acuerdo que ejecuta. La consonancia con lo que aquí se propone salta a la vista; el legislador europeo rechaza en la norma vigente el dogma de la inmutabilidad absoluta y consagra, para su ámbito, las dos exigencias que este trabajo eleva a rango constitucional en materia tributaria, la reversibilidad de la ejecución y la fidelidad del código a la norma que dice ejecutar.

			La constitucionalización del algoritmo tributario exige como medida concreta el reconocimiento expreso del control constitucional del diseño normativo-algorítmico como condición de validez de todo sistema automatizado de imposición, pues solo así la automatización fiscal podrá integrarse legítimamente en el Estado Constitucional de Derecho sin erosionar los principios que históricamente han limitado el poder tributario.

			En consecuencia, la constitucionalización del algoritmo tributario no supone una concesión a la técnica ni una subordinación del Derecho a la lógica del código, sino la reafirmación del principio de supremacía constitucional como límite insoslayable frente a nuevas y sofisticadas formas de ejercicio del poder fiscal.

			¿Puede la constitucionalización del algoritmo tributario desvincularse de un régimen de responsabilidad institucional a la medida del poder que se automatiza? Sostengo que no. Cuando la determinación y la ejecución del tributo corren por cuenta de algoritmos autoaplicativos, la administración tributaria debe asumir una responsabilidad reforzada por el diseño, el funcionamiento y los efectos del sistema, incluidos los errores estructurales que vulneren la capacidad contributiva, la transparencia o la proporcionalidad de la carga. La razón es de simetría constitucional; quien concentra en el diseño todo el ejercicio del poder debe concentrar también, en el diseño, toda la responsabilidad por su ejercicio. No se trata, además, de inventar una institución exótica, sino de llevar a su módulo tributario y algorítmico el régimen de responsabilidad patrimonial de la administración tributaria que nuestro derecho administrativo general conoce desde hace décadas, pero del que nadie se hace cargo. Sin ese correlato de responsabilidad jurídica efectiva, la automatización corre el riesgo de consolidar un poder tributario artificial32 sin contrapesos constitucionales adecuados: un poder que decide sin deliberar y daña sin responder. Sé que toco un tema tabú del derecho tributario, pues admitir que el Fisco responde por los defectos de sus sistemas tiene precio fiscal y pocos padrinos, pero los tabúes de hoy suelen ser los artículos de mañana, y este habrá de decantarse, tarde o temprano, en un reconocimiento expreso en el Código Tributario.

			Queda planteada, y apenas puede aquí dejarse enunciada, la cuestión simétrica: la del lado pasivo. ¿Quién es el agente de retención cuando quien retiene es un protocolo? En una ejecución incrustada en la transacción, el llamado a retener o percibir puede ser el propio contrato inteligente, el exchange o el proveedor sin domicilio. El Decreto Legislativo 1623 ya dio el primer paso al investir de esa condición a un sujeto extraterritorial y, llevado el modelo a la cadena, el agente amenaza con volverse una infraestructura sin domicilio, sin patrimonio y sin voluntad. La subjetividad pasiva, la responsabilidad solidaria del artículo 1833 del Código Tributario y el régimen de infracciones del agente devienen, en ese entorno, categorías en busca de sujeto, y su reconstrucción es una tarea que la dogmática tiene pendiente y que estas páginas dejan abierta.

			C.	Mecanismos correctivos y preservación del derecho de defensa

			La compatibilidad entre blockchain y capacidad contributiva requiere la incorporación de mecanismos correctivos efectivos que permitan neutralizar los efectos adversos de la ejecución automática. La existencia de procedimientos de impugnación ex post resulta insuficiente si el cobro del tributo produce efectos económicos inmediatos e irreversibles. Por ello, es necesario prever instrumentos que permitan la suspensión, reversión o ajuste de la ejecución automática cuando se acredite una afectación desproporcionada de la capacidad económica del contribuyente. La objeción de imposibilidad técnica no se sostiene. La propia ingeniería de los contratos inteligentes ha desarrollado patrones de actualización mediante contratos intermediarios, los denominados proxies, y mecanismos de interrupción de emergencia que pausan la autoejecución ante fallas o ataques, lo que demuestra que la irreversibilidad no es un destino técnico, sino una decisión de diseño. Y lo que es decisión de diseño puede, y debe, ser exigido por el Derecho34. La celebración exige, con todo, una cautela. El mismo patrón que permite corregir el error permite también alterar la regla hacia atrás y aplicar a hechos ya asentados una lógica distinta de la vigente cuando ocurrieron; el proxy es, a la vez, remedio de la irreversibilidad y vehículo posible de la retroactividad. De ahí que la reversibilidad constitucionalmente exigible no sea simétrica. El sistema debe poder revertirse en favor del contribuyente para devolver lo indebidamente cobrado y suspender la ejecución lesiva, y no debe poder revertirse jamás en su contra para gravar hacia atrás lo que hacia atrás no estaba gravado. Reversibilidad in favorem, irretroactividad in peius; la versión del código es, en rigor, la fecha de entrada en vigor de la norma. 

			Asimismo, el derecho de defensa debe ser preservado no solo en el plano formal, sino también en su dimensión material. Ello implica garantizar que el contribuyente pueda comprender el funcionamiento del sistema, acceder a explicaciones claras sobre la determinación del tributo y contar con instancias de revisión humana que complementen la ejecución algorítmica. La automatización no puede sustituir completamente la deliberación jurídica sin vaciar de contenido las garantías constitucionales.

			En este marco, la preservación del derecho de defensa en sistemas de tributación basados en blockchain exige una reconfiguración de los mecanismos tradicionales de garantía. La ejecución automática del tributo solo resulta constitucionalmente admisible si se concibe como jurídicamente reversible, sujeta a suspensión o restitución inmediata cuando se acredite una afectación desproporcionada de la capacidad contributiva, y acompañada de instancias efectivas de revisión humana. Asimismo, el contribuyente debe contar con un derecho a la explicación tributaria algorítmica que le permita comprender las variables y la lógica aplicadas en la determinación del tributo. De lo contrario, la automatización corre el riesgo de desnaturalizar el derecho de defensa y de transformar la obligación tributaria en un hecho consumado irrevisable.

			D.	Blockchain como herramienta del constitucionalismo tributario

			Finalmente, resulta necesario subrayar que blockchain debe ser concebido como una herramienta al servicio del derecho tributario y no como un sustituto de sus principios estructurales. La tecnología puede contribuir a mejorar la eficiencia, la trazabilidad y la transparencia del sistema fiscal, pero únicamente en la medida en que se integre dentro de un marco constitucional que preserve la justicia tributaria y la legitimidad del poder de imposición. Ese es el trazo constitucional que toda innovación tecnológica, por disruptiva que sea, debe necesariamente transitar.

			En el contexto peruano y latinoamericano, donde la relación entre el Estado y el contribuyente ha estado históricamente marcada por la desconfianza institucional, la adopción de sistemas de tributación automatizada exige una cautela reforzada. La eficiencia recaudatoria, cuando no se encuentra acompañada de garantías adecuadas, puede intensificar la percepción de control excesivo, opacidad decisional o uso indebido de información sensible, afectando la intimidad económica del contribuyente y erosionando aún más la cultura tributaria. Por el contrario, una implementación constitucionalmente orientada de blockchain podría contribuir a fortalecer la legitimidad del sistema fiscal, siempre que se preserve el principio de capacidad contributiva como eje rector de la imposición.

			En materia tributaria, la utilización de redes blockchain no permisionadas, que constituyen el modelo general y originario de esta tecnología, plantea problemas constitucionales de especial gravedad. A diferencia de otros ámbitos de aplicación, la fiscalidad involucra el ejercicio directo del poder tributario y el tratamiento de información económica altamente sensible, protegida por los principios de intimidad económica y reserva tributaria. En redes no permisionadas, la trazabilidad permanente de las transacciones y la circulación de datos en infraestructuras abiertas o no sometidas a control institucional efectivo implican que información fiscal relevante pueda ser accesible, directa o indirectamente, por sujetos ajenos a la administración tributaria y no sujetos a deberes constitucionales de confidencialidad.

			Aun cuando se empleen mecanismos de seudonimización, la posibilidad de reidentificación indirecta y de reconstrucción de perfiles económicos resulta incompatible con el estándar constitucional de protección de la información tributaria. En este contexto, la descentralización radical deja de ser una virtud técnica para convertirse en un déficit constitucional, al diluir la responsabilidad pública sobre el diseño, operación y corrección del sistema, debilitar los mecanismos de control democrático y dificultar la tutela efectiva de los derechos del contribuyente. La inmutabilidad técnica de la red, lejos de erigirse como una garantía, puede cristalizar errores, impedir correcciones oportunas y transformar fallas algorítmicas en cargas fiscales irreversibles.

			Frente a estos riesgos, la experiencia comparada muestra que diversas administraciones tributarias vienen evaluando la adopción de redes blockchain permisionadas y esquemas de implementación gradual, especialmente en regiones con altos niveles de informalidad, como América Latina, con el objetivo de medir de manera controlada los efectos reales de la automatización sobre la recaudación y las garantías del contribuyente antes de su generalización35. Estas alternativas permiten preservar la responsabilidad pública sobre el diseño y funcionamiento del sistema, garantizar espacios efectivos de corrección y supervisión, y evitar que la eficiencia técnica derive en rigidez confiscatoria, opacidad institucional o una erosión adicional de la legitimidad del sistema fiscal.

			De este modo, blockchain puede integrarse como una herramienta al servicio del constitucionalismo tributario, subordinada al Derecho y a sus principios, y no como un espacio tecnológicamente neutro desde el cual se ejerza el poder de imposición al margen de los límites constitucionales que lo legitiman.

			E.	La capacidad contributiva algorítmica como motor de la mutación constitucional del principio clásico

			La relectura constitucional de la capacidad contributiva en entornos blockchain permite afirmar que no asistimos a la desaparición del principio, sino a su mutación funcional, el desdoblamiento de su régimen de operatividad. Pero antes de afinar la tesis hay que desarmar una trampa que el propio nombre nos tiende, porque ‘capacidad contributiva’ designa dos cosas distintas que se tienden a entender como iguales. La riqueza apta para soportar el tributo, que es un hecho del mundo, y el principio que ordena que solo esa riqueza lo soporte, que es una norma de la Constitución. El hecho se tiene; el principio se debe, y confundirlos es tan grave como confundir la fiebre con el termómetro. Pues bien, la denominada capacidad contributiva algorítmica nombra una novedad del primer registro, no del segundo. Es la riqueza devenida en dato, la aptitud económica tal como el sistema automatizado la revela y la valida bajo el haz del principio; no un principio autónomo ni una regla nueva. El principio sigue siendo uno y el mismo. Lo que estrena es objeto y escenario, y que representa una riqueza que ya no se declara, sino que se computa, y un contexto en el que la determinación del tributo se desplaza desde la interpretación ex post hacia el diseño normativo y técnico ex ante.

			En este escenario, el principio ya no opera exclusivamente como criterio correctivo posterior, sino que se configura, además, como parámetro estructural de validez del sistema tributario digital. Ello no desactiva su dimensión interpretativa y garantista, sino más bien la anticipa al momento del diseño del algoritmo que liquida y ejecuta el tributo, que solo será constitucionalmente legítimo si incorpora, desde su concepción, los límites de la proporcionalidad, la no confiscatoriedad y el derecho de defensa.

			Así entendida, la categoría no erosiona los fundamentos del principio, sino que lo obliga a desplegarlos en un terreno nuevo. No es la regla la que se rinde ante la técnica, es la técnica la que queda citada ante la regla, sometida a un control constitucional más intenso y anticipado. La fiscalidad digital desplaza la exigencia de justicia tributaria hacia el momento en que el sistema se diseña y codifica. No la suprime, le ajusta la hora.

			Como reflexión final, y ya en los estertores de esta travesía, quede asentado el redimensionamiento que este trabajo propone. Los principios constitucionales no son categorías estáticas ni absolutas, sino construcciones normativas que se adaptan a las transformaciones del poder que están llamadas a limitar. Bien mirado, lo que muta no es la existencia del principio de capacidad contributiva, y menos aún la riqueza que le sirve de presupuesto, que sigue siendo tan terrena como siempre; lo que muta es su rol, su entendimiento y su proyección constitucional frente a un poder tributario que ya no se ejerce únicamente mediante actos interpretativos ex post, sino mediante el diseño normativo y técnico de sistemas de ejecución automatizada. Esta mutación, lejos de debilitar el principio, lo reafirma, al exigir que la justicia tributaria se anticipe y quede incorporada desde el momento mismo en que el poder de imposición es concebido, programado y puesto en funcionamiento.

			VI.	CONCLUSIONES

			La incorporación de la tecnología blockchain en la fiscalidad trasciende el plano técnico y despliega hondas implicancias constitucionales. Su potencial para integrar el registro de la transacción con la ejecución automática del tributo altera uno de los elementos más estables del derecho tributario: el tiempo fiscal. Allí donde el modelo clásico separaba el hecho imponible de la determinación y el pago, la lógica algorítmica tiende a fusionarlos en un único acto técnicojurídico. Esta compresión temporal incide directamente en la forma en que se construye y verifica la capacidad contributiva, desplazando el centro de gravedad del sistema desde la reconstrucción ex post hacia la programación ex ante.

			En los ordenamientos tributarios peruano y latinoamericano, el principio de capacidad contributiva ha operado históricamente como un principio de justicia material estrechamente vinculado al diferimiento temporal, la interpretación normativa y la posibilidad de corrección posterior. Este modelo ha permitido ajustar la carga fiscal a la realidad económica del contribuyente y ha funcionado como un contrapeso frente a la rigidez del poder de imposición. La tributación basada en blockchain tensiona este esquema al tratar la capacidad económica como un dato algorítmico susceptible de ser ejecutado en tiempo real, con el riesgo de reducirla a una manifestación aparente y parcial de riqueza. 

			Sin embargo, esta mutación transforma constitucionalmente el principio de capacidad contributiva en lugar de suprimirlo. Lo que se altera no es la riqueza como presupuesto económico, sino el modo institucional en que dicha riqueza es revelada, validada y gravada. En entornos de automatización fiscal, la capacidad contributiva deja de operar exclusivamente como un criterio correctivo ex post para afirmarse también como un parámetro estructural de validez del diseño normativo y algorítmico del sistema. La justicia tributaria, en consecuencia, debe anticiparse; ha de incorporarse en el código que ejecuta la obligación tributaria y no solo en los mecanismos de revisión posterior.

			Este desplazamiento exige reconocer límites estructurales. El más relevante es el problema del oráculo. Ningún sistema de ejecución automática puede operar sin un mecanismo institucional que introduzca datos veraces, íntegros y auditables en la cadena. La constitucionalización del algoritmo tributario exige, como inexorable correlato, la constitucionalización del oráculo. La descentralización radical propia de las redes no permisionadas, la inmutabilidad técnica sin reversibilidad y la ausencia de responsabilidad institucional resultan incompatibles con los principios de intimidad económica, reserva tributaria, seguridad jurídica y derecho de defensa. La experiencia comparada (Estonia, Brasil, China y la Unión Europea) confirma que la automatización fiscal solo es viable en arquitecturas permisionadas con gobernanza pública, transparencia reforzada y supervisión humana obligatoria.

			Desde esta perspectiva, la compatibilidad entre blockchain y capacidad contributiva requiere la incorporación de garantías estructurales, a saber, la responsabilidad institucional del algoritmo, transparencia y auditabilidad del código, mecanismos efectivos de corrección y devolución, protección reforzada de datos personales y preservación de la proporcionalidad material del tributo. Sin estas garantías, la eficiencia técnica puede degenerar en rigidez confiscatoria, opacidad institucional o erosión de la legitimidad fiscal.

			En el contexto peruano y latinoamericano, donde la informalidad estructural y la desconfianza hacia el Estado han marcado históricamente la relación tributaria, la adopción de sistemas de tributación automatizada exige una cautela aún mayor. Cautela que no debe volverse ceguera para la promesa que el propio fenómeno encierra, pues si la trazabilidad digital ensancha el perímetro de lo visible, la automatización puede ser también el primer instrumento que acerque la equidad horizontal a sociedades donde la riqueza ilegible ha sido, hasta hoy, la regla. La tecnología no puede sustituir al constitucionalismo tributario ni resolver por sí sola los déficits de legitimidad del sistema fiscal. Por el contrario, solo una implementación jurídicamente orientada, sensible a las particularidades sociales y económicas de la región, podrá contribuir a fortalecer la justicia tributaria en la era digital. Lo que me lleva a una última advertencia, dirigida a los abogados, y en particular a quienes profesamos esta especialidad: no podemos darnos el lujo de mirar el tránsito desde la otra orilla. O aprendemos el idioma en que ahora se escribe el poder de imposición, o el poder de imposición se escribirá sin nosotros; y un experto en derecho tributario que solo sepa leer el Código terminará siendo leído por el código.

			En último término, la tributación basada en blockchain nos sitúa ante un umbral que el derecho tributario nunca antes había cruzado. No puede concebirse como una sustitución del Derecho, sino como un nuevo escenario en el que sus principios estructurales deben adaptarse y reafirmarse. Según una frase que se atribuye a Alexander Graham Bell, “de vez en cuando, aléjate de los caminos trillados y adéntrate en el bosque; cada vez que lo hagas, seguro que encontrarás algo que nunca antes habías visto”. En el ámbito tributario, ese bosque es el territorio incierto de la automatización algorítmica, donde la eficiencia promete orden, pero también encierra el riesgo de una justicia sin rostro. El desafío consiste en abandonar el sendero conocido sin extraviar la brújula constitucional. El principio de capacidad contributiva, incluso en la era del algoritmo, se erige, así, como el límite irrenunciable del poder de imposición y como el eje normativo sobre el cual debe articularse la justicia tributaria en un Estado Constitucional de Derecho. Acaso el porvenir nos depare tributos que se liquiden a la velocidad de la luz; la justicia, en cambio, seguirá exigiendo el paso sereno de quien camina y delibera. [image: ]
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					1	Artículo 14.- Supervisión humana

					1.	Los sistemas de IA de alto riesgo se diseñarán y desarrollarán de modo que puedan ser vigilados de manera efectiva por personas físicas durante el período que estén en uso, […]

					[…]

					4.	[…] las personas físicas a quienes se encomiende la supervisión humana puedan [...] b) ser conscientes de la posible tendencia a confiar automáticamente o en exceso en los resultados de salida generados por un sistema de IA de alto riesgo («sesgo de automatización»); […] d) decidir [...] descartar, invalidar o revertir los resultados de salida que este genere […]. (2024)

				

				
					2	Véase a Héctor Villegas (1997).

				

				
					3	La naturaleza del acto de determinación es materia de un debate clásico que conviene dejar planteado. Para la tesis declarativa, la obligación nace con la sola realización del hecho imponible y la determinación se limita a reconocerla; para la constitutiva, es el acto de determinación el que la hace nacer. Paulo de Barros Carvalho renovó los términos de la disputa desde la filosofía del lenguaje, al sostener que el crédito se constituye mediante la norma individual y concreta que el aplicador expide en lenguaje competente. Para mayor información, véase a De Barros (1999).

					La reflexión que sigue en este trabajo discurre por una postura intermedia, que vengo sosteniendo desde 2003. La obligación nace con el hecho imponible, pero solo el acto humano de aplicación, que califica los hechos y los vierte en lenguaje jurídico, la desvela y la torna operativa. La determinación no crea la obligación, la narra. Ello da su exacta gravedad a la pregunta que atraviesa estas páginas, la de qué ocurre cuando esa narración pretende ser reemplazada por la ejecución automática de un código. Para mayor información, véase a Bravo Cucci (2003).

				

				
					4	Para comodidad del lector, el recuento mínimo de cada pronunciamiento y de su aporte al principio: la sentencia recaída en el Expediente 0041-2004-AI/TC, respecto de las ordenanzas de arbitrios de Santiago de Surco, exigió que los costos del servicio sean idóneos y guarden relación objetiva con su provocación, y admitió la capacidad contributiva, con fundamento en la solidaridad, solo como criterio excepcional de modulación de la cuota, con lo que sujetó la distribución de la carga a parámetros motivados y verificables; la sentencia recaída en el Expediente 053-2004-PI/TC, precedente vinculante recaído sobre los arbitrios de Miraflores, fijó reglas de observancia obligatoria sobre la validez de las ordenanzas, con la ratificación como requisito esencial; impidió que el autoavalúo, manifestación de riqueza por excelencia, se erigiera como criterio determinante de una tasa; y custodió así las fronteras dentro de las cuales el principio puede operar; y la sentencia recaída en el Expediente 00319-2013-PA/TC amparó a una sociedad expropiada frente al gravamen del Impuesto a la Renta sobre la indemnización justipreciada, inaplicó al caso el artículo 5 de la Ley del Impuesto y ordenó la devolución de lo pagado, sobre la premisa de que la capacidad contributiva guarda un nexo indisoluble con el hecho sometido a imposición y de que una riqueza meramente restitutoria no lo satisface. En las tres, la determinación aparece como actividad jurídicamente reglada, controlable y corregible, y no como operación mecánica que se agota en el cobro; es precisamente a través de ese régimen de garantías como la capacidad contributiva, medida de la carga, se realiza.

				

				
					5	Los datos oficiales dimensionan el fenómeno en el Perú. Según la Encuesta Permanente de Empleo Nacional del Instituto Nacional de Estadística e Informática, en el periodo comprendido entre abril de 2025 y marzo de 2026 el 69.8% de la población ocupada del país tenía empleo informal, con una brecha territorial elocuente, pues la tasa asciende a 94.5% en el área rural frente a 64.2% en la urbana.

				

				
					6	Para la hondura histórica del fenómeno, que acompaña al orden peruano desde su fundación misma como Virreinato primero y República más tarde, véase Fernando Iwasaki, “Conquistadores o grupos marginales: dinámica social del proceso de conquista”, Anuario de Estudios Americanos 42 (1985): 21, donde se documenta la condición socialmente marginal de los propios hombres de la conquista y los orígenes de la propia informalidad en el Perú.

				

				
					7	Véase a Bravo Cucci (2003).

				

				
					8	Séneca, De brevitate vitae, I-III.

				

				
					9	Véase a Epicuro, Carta a Meneceo, en Los caminos de la felicidad (2024, p. 84).

				

				
					10	Véase a Szabo (1996).

				

				
					11	Véase a Szabo (1997).

				

				
					12	Véase a Novoa et al. (2020) y Centro Interamericano de Administraciones Tributarias [CIAT] (2021).

				

				
					13	Véase a Nascimento et al. (2023).

				

				
					14	Véase a Ainsworth y Shact (2016).

				

				
					15	Es probable que la implantación de monedas digitales emitidas por los bancos centrales (Central Bank Digital Currency) sobre tecnología de registro distribuido desplace este límite. Si la totalidad de los flujos dinerarios de una persona transitara por un registro de emisión estatal, la reconstrucción de su renta neta dejaría de ser un ejercicio de acopio documental y el proceso determinativo podría automatizarse de extremo a extremo. Empero, se avizora un nuevo problema, y la promesa trae su propia sombra, pues el mismo registro que simplificaría la determinación consagraría al emisor como oráculo universal de la riqueza. Y sobre los oráculos este trabajo ya trata lo suficiente como para no confiar sin auditar.

				

				
					16	Véase a Bravo Cucci (2025) para una aproximación preliminar a esta problemática y a sus posibles vías de solución.

				

				
					17	Véase a Wittgenstein (1921, proposición 4.116).

				

				
					18	Véase a Wittgenstein (1953, §§ 43 y 201). El § 43 para el significado como uso, el § 201 para la paradoja del seguimiento de reglas.

				

				
					19	Véase a Bravo Cucci (2025) para mayor información sobre la mutación del tiempo tributario en entornos digitales.

				

				
					20	Véase a Caldarelli (2020).

				

				
					21	Véase a De Filippi y Wright (2018).

				

				
					22	Artículo 63.- Determinación de la obligación tributaria sobre base cierta y presunta 

					Durante el período de prescripción, la Administración Tributaria podrá determinar la obligación tributaria considerando las bases siguientes: 

					1.	Base cierta: tomando en cuenta los elementos existentes que permitan conocer en forma directa el hecho generador de la obligación tributaria y la cuantía de la misma. 

					2.	Base presunta: en mérito a los hechos y circunstancias que, por relación normal con el hecho generador de la obligación tributaria, permitan establecer la existencia y cuantía de la obligación. (1996)

				

				
					23	Artículo 64.- Supuestos para aplicar la determinación sobre base presunta

					La Administración Tributaria podrá utilizar directamente los procedimientos de determinación sobre base presunta […] (1996).

				

				
					24	Véase a Caliendo (2025).

				

				
					25	Véase a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico [OCDE] (2020) para cotejar los datos de estas experiencias. Y, país por país, en el Inventario de Iniciativas Tecnológicas Tributarias que la OCDE mantiene con otras organizaciones internacionales.

				

				
					26	Directiva (UE) 2025/516 del Consejo, de 11 de marzo de 2025, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta a las normas del IVA en la era digital (DOUE L, 25 de marzo de 2025). El artículo pertinente es el 218 de la Directiva 2006/112/CE, cuyo nuevo párrafo, con efectos desde el 14 de abril de 2025, dispone que “los Estados miembros, con arreglo a las condiciones que establezcan, podrán solicitar a los sujetos pasivos establecidos en sus territorios la obligación de expedir facturas electrónicas por las entregas de bienes o prestaciones de servicios realizadas en sus territorios”.

				

				
					27	Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024 (Reglamento de Inteligencia Artificial). El artículo pertinente es el 14, cuyo apartado 1 dispone que: 

					los sistemas de IA de alto riesgo se diseñarán y desarrollarán de modo que puedan ser vigilados de manera efectiva por personas físicas durante el período que estén en uso, lo que incluye dotarlos de herramientas de interfaz humano-máquina adecuadas. 

					Su apartado 4, letra b, obliga a precaver el ‘sesgo de automatización’, esto es, la tendencia a confiar automáticamente o en exceso en los resultados de salida del sistema.

				

				
					28	Véanse las sentencias recaídas en los Expedientes 06626-2006-PA/TC y 06089-2006-PA/TC, relativas a las percepciones del IGV; esta última, con fundamento expreso en el deber de contribuir y el principio de solidaridad. Sobre el régimen de detracciones, véase la sentencia recaída en el Expediente 03769-2010-PA/TC, que las caracterizó como un mecanismo administrativo de colaboración en el que los montos depositados permanecen en propiedad del titular de la cuenta. Respecto del ITAN, véase la sentencia recaída en el Expediente 03797-2006-PA/TC; y, respecto del Anticipo Adicional del Impuesto a la Renta, la sentencia recaída en el Expediente 0033-2004-AI/TC, ya citada.

				

				
					29	Véase a Novoa et al. (2020).

				

				
					30	Véase a Juvenal, Sátiras, VI, vv. 347-348. La variante quis custodiet ipsos custodes algorithmi es una adaptación propia, inspirada en la célebre formulación de Juvenal. El genitivo algorithmi constituye una licencia retórica y no pertenece al texto latino original.

				

				
					31	La Corte Constitucional italiana, en la sentencia número 21, de 24 de marzo de 1961, declaró la ilegitimidad del solve et repete, por infracción de los artículos 3, 24 y 113 de su Constitución, referidos a la igualdad y al acceso a la jurisdicción; la regla subsiste, con matices, en algunos ordenamientos de la región y la doctrina la identifica como una de las expresiones más severas del privilegio fiscal.

				

				
					32	Véase a Caliendo (2025).

				

				
					33	Artículo 18.- Responsables solidarios

					[…] 2. Los agentes de retención o percepción, cuando hubieren omitido la retención o percepción a que estaban obligados. Efectuada la retención o percepción el agente es el único responsable ante la Administración Tributaria […] (1996).

				

				
					34	Estos patrones están estandarizados y ampliamente documentados en la ingeniería del ecosistema. Los contratos intermediarios o proxies permiten actualizar la lógica de un contrato manteniendo fija la dirección con la que el usuario interactúa. Los mecanismos pausables (pausable o emergency stop) permiten congelar la totalidad de las operaciones ante una emergencia, como en el caso del token USDC. La documentación de OpenZeppelin, biblioteca de referencia del sector, reconoce expresamente que, siendo los contratos inteligentes inmutables por diseño, un cierto grado de mutabilidad resulta necesario para la corrección de errores y ofrece el patrón proxy como solución a esa contradicción aparente y que la irreversibilidad es una decisión y no una fatalidad lo prueba.

				

				
					35	Véase a Centro Interamericano de Administraciones Tributarias [CIAT] (2021). El documento técnico pasa revista a los posibles usos de la tecnología blockchain en las administraciones tributarias de la región y da cuenta de experiencias aún en fase de evaluación sobre redes permisionadas, lo que refuerza la idea de gradualidad que aquí se propone.
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Cuadro 3:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

élﬂm Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
EExpropiacion esté gravada con el impuesto a la renta?
s " Expediente 00319-2013-PA/TC
Resolucién 11339-3-2015 C““'i’;:;gfgzzs?ﬁm"“a {caso Sociedad Agricola
v ima San Agustin S.A.)
Posicién

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expropia-
cién de un bien se encuentra gravada
con el impuesto a la renta.

El justiprecio pagado por la expro-
piacién de un bien no se encuen-
tra gravada con el impuesto a la
renta

Suspensién de la prescripcién de la obligacién tributaria

ROO 00549-Q-2024

Precedente Judicial
11947-2022-Lima

Expediente 2051-2016-AA/TC
(caso Paramonga)

Si en un procedimiento de impug-
nacién se declara la nulidad de los
valores o del procedimiento con el
que se emitieron, la suspensién del
cémputo del plazo de prescripcion
solo operard durante los plazos le-
gales aplicables para resolver dichos
recursos.

La regla del Decreto Legislativo 1311
(la suspensién opera solo dentro
de los plazos legales para resolver)
se aplica a todas las reclamaciones
interpuestas a partir de su vigencia
(31.12.2016). No condiciona esta
aplicacién a que se haya declarado
Ia nulidad de los valores o del proce-
dimiento de fiscalizacién.

Inaplica la suspensién indefinida
de la prescripcién por considerarla
una mora administrativa inconsti-
tucional, ordenando que todo ex-
ceso del plazo legal para resolver
compute a favor del contribuy:
te, sin importar la fecha de inicio
del reclamo ni condicionarlo es-
trictamente a una nulidad.

Inicio del cémputo del plazo prescriptorio de la accién para cobrar deudas tributarias aduaneras antes de la modificacién

del Decreto Legislativo 1433

Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial
7275-2021-Lima

Expediente 04068-2023-PA/TC
(caso Kallpa S.A)

El plazo prescriptorio de la facultad
dela Administracién para determinar
la obligacién tributaria (aduanera) y
aplicar sanciones, asi como para exi-
gir el pago de estas se iniciaba de for-
ma simulténea o en conjunto.

La facultad de la Administracién para
determinar la obligacién tributaria
(aduanera) y aplicar sanciones, asi
como para exigir el pago de estas,
no acontece de forma simulténea,
sino en dos momentos diferentes e
identificables; por lo que el inicio del
cémputo del plazo prescriptorio de
ambas facultades se realiza de for-
ma secuencial, inclusive antes de la
modificacién realizada por el Decreto
Legislativo 1433.

El Tribunal Constitucional aclara
que la configuracién primigenia
del articulo 155 de la Ley General
de Aduanas establecia un esque-
ma de cémputo simulténeo (o
conjunto). Sin embargo, tras la
modificacién mediante el Decre-
to Legislativo 1433, se pasé a ré-
gimen de cémputo secuencial o
diferenciado.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 6

Tributos donde hay retencién en la fuente cuando el hecho imponible ocurra:
@ En Perti, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:

Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcién a la ratificacion del MLI por Brasil.
Perd-Canada 01/01/2026 01/01/2026

Peri-Chile 01/01/2026 01/01/2026
Peri-Corea 01/01/2026 01/01/2026
Peri-México 01/01/2026 01/01/2026
Perd-Portugal 01/01/2026 01/01/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 9: Esquema ‘mixto’ en el régimen infraccional aduanero

-
Hechos y circunstancias (articulo 194 LGA)

Al aplicar las sanciones se debe tener en cuentalos hechos y
las circunstancias que se hubiesen presentado respecto a la
comision dela infraccién y la reincidencia, de tal manera que
Ia sanci6n a imponerse sea proporcional a la gravedad de la
infraccion cometida. El Reglamento establece los lineamien-
tos generales para la aplicacidn de lo dispuesto en el pérrafo

precedente.

Determinacién de Determinacién de Lineamientos (articulo 248 RLGA)
la infraccién — lamulta { J

) La gravedad del dafio o perjuicio econmico causado.
\ J [\ ) < | b tascircunstancias de la comisién de la infraccién.
Y Y ©) La existencia 0 no de intencionalidad en la conducta del

infractor.
d) La subsanacién voluntaria de Ia conducta infractora.
&) Reincidencia dentro del plazo establecido.

) La categoria del operador de comercio exterior infractor.
£) La condicion de operador econémico autorizado del

infractor.
h) Elimpacto de la comi

aduanero.
i) Laimposibilidad de graduar la sancién.

Los lineamientos son aplicados de manera conjunta o alterna-
tiva, de acuerdo con lo establecido por la autoridad aduanera
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Figura 3: Representacion grafica del Informe 168-2005-SUNAT/2B0000

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
Lo sucesién in- - Cada uno de los herederos adquiere (a
divisa _adquiere prorrata) en la fecha de la declaratoria de
en la fecha del herederos o la inscripcién del testamento.
fallecimiento del - El Decreto Supremo 086-2004-EF no otorga
causante. efecto especial a la adjudicacién judicial 0
- Informe  168- extrajudicial de los bienes a los herederos,
2005-SUNAT/ por lo que se mantiene la fecha de adqui-
2B0000. sicién a la declaratoria de herederos o la

inscripcién del testamento.
- Informe 168-2005-SUNAT/2B0000.

Fuente: Elaboracién propia.
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Cuadro 4

col ¢Es CDI cubierto para Peri? if'eﬂ::::::ogm RElulhd:; :.:Ir:n r;;diﬁﬂdg

Peri-Brasil si si si
Peri-Canada si si si
Perd-Chile si si si
Peri-Corea si si si
Perd-Japon®s No No No
Peri-México si si si
Peru-Portugal si si si
Pert-Reino Unido® No No No
Peri-Suiza si No No

Fuente: Elaboracion propia
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Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 7

Tributos donde no hay retencién en la fuente para los impuestos aplicables por periodos que

i En Pert, en o a partir de: En otros Estados, en o a partir de:
Perd-Brasil Pendiente de determinar en funcion a la ratificacion del MLI por Brasil.
Peri-Canadi 01/01/2027 01/04/2026
Peri-Chile 01/01/2027 01/01/2027
Peri-Corea 01/01/2027 01/04/2026
Peri-México 01/01/2027 01/01/2027
Perd-Portugal 01/01/2027 01/04/2026

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 1: Normas relevantes del sector telecomunicaciones vigentes al 1 de enero de 2026

TUO de la ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 013-93-TCC)

Articulo 60.- La utilizacion del espectro radioeléctrico dard lugar al pago de un canon que deberan satisfacer los titulares de
estaciones radioeléctricas, emisoras y de las meramente receptoras que precisen de reserva radioeléctrica. El reglamento
respectivo seffalard los montos y formas de pago a propuesta del Ministerio de Transportes, Comunicaciones Vivienda y
Construccién, los que serén aprobados mediante Decreto Supremo.

Articulo 101.- Los ingresos recaudados por concepto de derechos, tasas, canon y multas, luego de la aplicacién a los fines
especificos que se considera en esta Ley, serén destinados exclusivamente al desarrollo de las telecomunicaciones, al control
y monitoreo del espectro radioeléctrico y a sufragar las obligaciones contraidas con los organismos internacionales de tele-
comunicaciones.

TUO del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones (Decreto Supremo 020-2007-MTC)

Articulo 137.- Causales de resolucién del contrato
El contrato de concesién se resuelve por:
[

6. Incumplimiento del pago del canon por dos (2) afios calendario consecutivos, salvo que cuente con fraccionamiento vigen-
te 0 se haya dejado en suspenso la exigibilidad de las obligaciones econdmicas conforme a lo establecido en la Ley General
del Sistema Concursal.

Articulo 231.- Canon anual
El canon anual que deben abonar los titulares de concesiones o autorizaciones por concepto del uso del espectro radioeléc-
trico, se calcula aplicando los porcentajes que se fijan a continuacién sobre la UIT, vigente al primero de enero del afio en que
corresponde efectuar el pago

[

a) Sistema de transmisién analdgico.

Por cada estacién terrestre o satelital que utilice sistemas multicanales por frecuencia de transmisién y por capacidad insta-
lada del sistema:
Hasta 12 canales
]

a) Servicio telefénico mévil, servicio de comunicaciones personales y teleservicio mévil de canales mltiples de seleccién
automética (troncalizado).

Se aplica la siguiente férmula:

C=CAB x NF x CA x CPB x CPZ x FS x PO — CEI

Donde:

C: es el canon anual por el uso del espectro radioeléctrico

CAB: es el coeficiente de ancho de banda

NF: es el nimero de bandas, sub-bandas y canales de frecuencias asignados conforme a las canalizaciones respectivas, para
la prestacién del servicio en una zona determinada

CA: es el coeficiente de 4rea

CPB: es el coeficiente de ponderacién por bandas de frecuencias

CPZ: es el coeficiente de ponderacién por zona

FS: es el coeficiente de participacién por servicio

PO: es el presupuesto objetivo

CEI: es el coeficiente de expansion de infraestructura y/o mejora tecnoldgica de la infraestructura

Los factores y conceptos de la férmula general para la determinacién del Canon se detallan y actualizan conforme el Anexo I
del presente Decreto Supremo |.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2:

Escenarios de divergencia entre el Tribunal

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios capitalizados
ROO 21480-9-2011 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
La base de célculo de los intereses moratorios previstos por | No corresponde la capitalizacion de intereses, por-
el articulo 33t del Cédigo Tributario correspondiente a las | que implica un incremento excesivo de la deuda
Posicion | deudas generadas antes de la entrada en vigencia del De- | tributaria y transgrede los principios de no confisca-

creto Legislativo 969, entre el 25 de diciembre de 2006 y
el 15 de marzo de 2007, esta constituida por el monto del
tributo impago que incluye la capitalizacion de intereses
efectuada al 31 de diciembre de 2005.

toriedad y razonabilidad.

Intereses moratorios aplicables a

pagos a cuenta

ROO 05359-3-2017

Precedente Judicial 4392-2013-Lima®

Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y sancio-
nes por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, en caso
de que con posterioridad al vencimiento o determinacién
de la obligacién principal se hubiera modificado la base de
célculo del pago a cuenta o el coeficiente aplicable o el siste-
ma utilizado para su determinacion por efecto de la presen-
tacién de una declaracién jurada rectificatoria o e la deter-
minacién efectuada sobre base cierta por la Administracién.

No procede aplicar intereses moratorios a los pagos
a cuenta que fueron realizados oportunamente, aun
cuando el monto pagado resulte menor luego de
efectuar una declaracién jurada rectificatoria que
modifique el coeficiente aplicable para su célculo

Adi

ién de medios probatorios extemporaneos

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00546-2022-Lima

No corresponde evaluar medios probatorios presentados
extempordneos que no se encuentren dentro de los su-
puestos de excepcién establecidos en los articulos 141° y
148* del Cédigo Tributario.

En cualquier estado del procedimiento adminis-
trativo, corresponde a la autoridad administrativa
incorporar de oficio las pruebas que consideren
necesarias para el esclarecimiento de los hechos y
alcanzar la verdad material, aun cuando estas sean
extemporaneas.

Retroactividad benig

na

ROO 08829-9-2024

Precedente Judicial 11947-2022-Lima

No procede aplicar retroactivamente la modificacin intro-
ducida al numeral 1 del articulo 178 del Codigo Tributario
por el Decreto Legislativo 1311 a infracciones cometidas
antes de su entrada en vigencia (se privilegia la fecha de
infraccién, no de notificacién de la resolucién ministerial)

Envirtud del principio de aplicacién inmediata de la
norma, corresponde la aplicacién del Decreto Legis-
lativo 1311 respecto de aquellos casos en los que la
resolucién ministerial no se ha notificado con ante-
rioridad a la vigencia de la citada norma (toda vez
que no se encontraria en trémite ni ejecucion).

Certificados de re:

jencia para gozar de beneficios de convenios para evitar la doble imposicién

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 08380-2021-Lima
y Casaciones 17959-2021-Lima, 22414-2021-Lima
y32926-2025-Lima

Se exige la tramitacién del certificado de residencia del no
domiciliado aa fecha en que se efectde la retencién del im-
puesto, caso contrario, no resultan aplicables los beneficios
delos convenios.

Los beneficios de los convenios no estén condicio-
nados a poseer el certificado de residencia al mo-
mento exacto de la retencién, debido a que dicho
requisito formal no esta contemplado en los propios
convenios.

Naturaleza de los derechos antidumping

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 00079-2023-Lima

De acuerdo con el articulo 46° del Decreto Supremo 006-
2003-PCM, los derechos antidumping son multas, por lo
que no resultan deducibles para efectos del impuesto a la
rente, ni pueden formar parte del costo.

La naturaleza juridica de los derechos antidumping,
expuesta en el texto original del articulo 46 del De-
creto Supremo 006-2003-PCM, no constituye multa,
porlo que dichos derechos si resultan ser deducibles
para el impuesto a la renta.

Suspensién del plazo de prescripcién en fiscalizacién sobre precios de transferencia

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 17824-2023-Lima

Para las fiscalizaciones relacionadas a normas de precios de
transferencia, no es de aplicacién el plazo de fiscalizacién
y. por ende, tampoco resultan de aplicacién los supuestos
de suspensién del plazo de fiscalizacién, por ende, tampoco
podré configurarse la causal de suspensién del cémputo del
plazo de prescripcién prevista en el inciso f) del numeral 1
del articulo 467 del Cédigo Tributario.

En Ia fiscalizacin parcial y/o definitiva en que se
aplican las normas de precios de transferencia, re-
sulta aplicable la suspensién del plazo de fiscaliza-
cién regulada por el numeral 6 del articulo 62-A° del
Cédigo Tributario, respetando el plazo razonable.

Resoluciones del Poder Judicial no vinculan al

Tribunal Fiscal y a la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 16618-2023-Lima

I Tribunal Fiscal sefiala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

Las sentencias casatorias crean un precedente legal
que establece un esténdar que deben aplicar otros
érganos jurisdiccionales, asf como los tribunales ad-
ministrativos y la Administracién Pablica, dados sus
alcances en materia contencioso-administrativa.

Resoluciones del Poder Judicial que son de obligatorio cumpl

limiento para el Tribunal Fiscal y la SUNAT

Posicién

Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal

Precedente Judicial 26385-2023-Lima

I Tribunal Fiscal seftala que las casaciones y precedentes
emitidos por el Poder Judicial solo son vinculantes para los
6rganos jurisdiccionales conforme con lo dispuesto en la
Ley Orgénica del Poder Judicial, el Cédigo Procesal Civily la
Ley que Regula el Proceso Contencioso Administrativo.

La aplicacién de los precedentes judiciales garantiza
los principios de igualdad y predictibilidad mediante
una interpretacién juridica uniforme para casos ans-
logos. Asimismo, por la solidez y autoridad de la Sala
Suprema del Poder Judicial, estos criterios vinculan-
tes son de obligatorio acatamiento para la adminis-
tracién publica y los tribunales admi

Cémputo de plazo prescriptorio en devolucién de pagos indebidos o en exceso

Posicién

ROO 06832-2-2004

Casaciones 27657-2019-Piura®

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la devolucién
por los créditos por pagos en exceso o indebidos se generan
en el momento en que se efectifan, esto es, en el momento
en que el contribuyente, por error, paga una suma no adeuda-
da por concepto de un tributo respecto del cual se encuentra
gravado, pero en ninglin caso, desde que el propio contribu-
yente o la Administracién determinan correctamente la obli-
gacién tributaria, pues dicha determinacién puede efectuarse
con posterioridad, criterio que se sustenta en lo dispuesto por
el numeral 5 del articulo 44 del Cédigo Tributario.

El cémputo del plazo prescriptorio para solicitar la
devolucién de los créditos por pagos en exceso o
indebidos se generan en el momento en que devie-
nen en indebidos.

io de cémputo de plazo de prescripcién para exigir el pago de la deuda

Posicién

ROO 09789-4-2017

Expediente 00004-2019-PI/TCH

Para las obligaciones nacidas antes de la vigencia del Decre-
to Legislativo 1113 (es decir, antes del 28 de septiembre de
2012), los plazos de prescripcién para determinar la deuda
y para exigir el pago se iniciaban conjuntamente (en simul-
taneo), no resultando aplicable el numeral 7 del articulo

Se valid la legalidad de la Primera Disposicién Com-
plementaria Transitoria del Decreto Legislativo 1421.
El Tribunal Constitucional precisé que aplicar el nue-
Vo inicio de la prescripcion (desde la notificacién del
valor) a casos antiguos que ain estaban en trémite y

442 del Cédigo Tributario. Asimismo, se precisé que una vez
iniciado el plazo prescriptorio, este no podia ser modificado
por una norma posterior.

que todavia no habian preserito no constituye una
aplicacién retroactiva de la norma. A partir de ello,
seffalaron que el plazo prescriptorio de la accién de
cobro no es simulténeo, sino que es independiente
y posterior al de la accién de determinacién, ya que
juridicamente es imposible exigir el cobro de una
deuda tributaria que atin no ha sido emitida, notifi-
cada y cuantificada.

Fuente: Elaboracién propia
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igura 4: Representacién gréfica de la interpretacién del Decreto Supremo 086-2004-EF hecho
por la Corte Suprema en la Casacién 17472-2023-LIMA

Declaratoria
o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante ‘testamento extrajudicial
! >
Lo sucesién in- - Cadaunodeloshe- - Adjudicado el
divisa _adquiere rederos adquiere  inmueble, la su-
en la fecha del (a prorrata) en lacesin indivisa se
fallecimiento del fechadeladeclara-  extingue.
causante. toria de herederos - Ante el silencio
- Decreto Supremo o la inscripcién del del Decreto Su-
086-2004-EF, nu- testamento. premo 086-2004-
meral 2 - Decreto Supremo EF, se aplica el
086-2004-EF,  nu- articulo 660 del
meral 3 Cédigo Civil.

Fuente: Elaboracién propia.
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Tabla 2

Norma / Resolucién

Legislador

Mas garantista para el
contribuyente

Decreto Legislativo 1311 y Exposicién de Motivos

La norma no condiciona la regla de la suspensién a ningdn caso en concreto; sin
embargo, en la Exposicién de Motivos sf hace referencia a un caso concreto: cuan-
do'se ha excedido el plazo para resolver el recurso e reclamacién o apelaciény se
declara la nulidad del acto reclamado.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (caso Industrial Paramonga
SAC)

No condiciona la regla de que la suspensién opera durante los plazos legales para
resolver los recursos impugnatorios tnicamente a los casos en los que se declaré
nulidad de los actos administrativos. Por el contrario, su razonamiento tiene un
alcance general.

Tribunal Fiscal

Menos garantista para
el contribuyente

Resolucién del Tribunal Fiscal 00549-Q-2024

La suspensién operard solo durante los plazos méximos para resolver el recurso de
reclamacin y apelacién, Gnicamente cuando en el procedimiento se haya decla-
radola nulidad del acto administrativo (precedente de observancia obligatoria).

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 3

Estado con CDI con Perii

Celebracién del MLI

Ratificacién del ML

Brasil 20/10/2025 Pendiente
Canada 07/06/2017 29/08/2019

Chile 07/06/2017 26/11/2020
Repiiblica de Corea 07/06/2017 13/05/2020
Japon 07/06/2017 26/09/2018
México 07/06/2017 15/03/2023
Portugal 07/06/2017 28/02/2020
Reino Unido 07/06/2017 29/06/2018
Suiza 07/06/2017 29/08/2019

Fuente: Elaboracién propia
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Graéfico 2:

Digitalizacién de procesos

Sector Publico "

| sector Privado

Automatizacin

- Interoperatividad

Estandarizacion de procesos y trémites
Documentos digitales o digitalizados

Plataformas electrdnicas
Mecanismos de seguridad y
validacién

Mecanismos y medios
electrénicos
Interconectividad

- Gestion transversal del riesgo

Cambio de matriz de riesgos - Impactos Operador Econémico Autorizado

- Mecanismos alternativos a la inspeccion fisica

Politicas de Gobierno Digital

Virtual

cién de procedimientos

- Ventanillas virtuales
Expedientes electrénicos

i ehoras b Tk

- Informes orales virtuales
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Cuadro 6:

Escenarios de indeterminacién entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Grgano

Tribunal Fiscal

Poder Judi

o Tribunal Constitucional

Naturaleza de la participacién del asociado de una a

sociacién en participacién

ROO 02398-11-2021

I Tribunal Fiscal sostiene que la participacién entregada al aso-
ciado constituye dividendos u otra forma de participar en las
utilidades. En tal sentido, estard o no gravada con el impuesto
seglin quien sea el asociado.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Intereses moratorios aplicables a los pagos a cuenta del aporte al derecho especial destinado al Programa Nacional

de Telecomunicaciones

Posicion

ROO 04777-12-2023

El interés moratorio aplicable a los pagos a cuenta del aporte al
Programa Nacional de Telecomunicaciones se calcula exclusiva-
mente utiizando la Tasa de Interés Moratorio (TIM) aprobada
por la SUNAT, conforme al articulo 33 del Cédigo Tributario. Por
lo tanto, debe inaplicarse el articulo 239 del Reglamento Ge-
neral de la Ley de Telecomunicaciones, al contravenir una dispo-
sicién jerarquica superior.

La Corte Suprema todavia no ha emitido pro-
nunciamiento sobre dicho tépico.

Fuente: Elaboracién propia
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Cuadro 2

MC OCDE del 2017

Documentos del Proyecto BEPS

Materia

Nuevo Preémbulo Accion BEPS 6 Lucha contra practicas de Treaty Shopping
Articulo1(2) y (3) Accion BEPS 2 Entidades hibridas
Articulo 3 (1) (i) Accidn BEPS 6 Fondos de pensiones reconocidos
Articulo 3 (2) Accién BEPS 14 Interpretacion por autoridades competentes
Articulo 4 (1) Accion BEPS 6 Fondos de pensiones como residentes
Articulo 4 (3) Accion BEPS 2y 6 Regla corporativa tie-break
Articulo 5 (4) (f), (5), (6) y (8) Accidn BEPS 7 Definicion de establecimiento permanente
Articulo 8 Accidn BEPS 2 Eliminacién de lugar de direccion efectiva
Articulo 10 (2) (a) Accion BEPS 6 Transferencia de dividendos
Articulo 13 (3) Accion BEPS 2 Transporte internacional
Articulo 13 (4) Accion BEPS 6 Transferencia de acciones
Articulo 23 A Accidn BEPS 6 Meétodo de exencion
Articulo 23 B (1) Accidn BEPS 6 Método del crédito
Articulo 25 (1) y (5) Accion BEPS 6 Procedimiento de acuerdo mutuo
Articulo 29 Accion BEPS 6 Otorgamiento de beneficios (entitlement to benefits)

Fuente: Elaboracién propia a partir de Hattingh (2020, p. 186)
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Tabla 3

Posicién

Norma / Resolucién

Legislador

Menos favorable para el
contribuyente

Decreto Legislativo 981

La declaracién de nulidad del acto administrativo no afecta la suspensién
del plazo de prescripcién que se da durante el procedimiento contencioso-
tributario o de la demanda contencioso-administrativa vinculada a dicho acto.

Menos favorable para el
contribuyente

Resolucién 00161-1-2008

Se suspende el plazo prescriptorio durante la tramitacién del procedimiento
contencioso-tributario en el que se declara la nulidad de la resolucién de de-
terminacién o de multa (precedente de observancia obligatoria).

Tribunal
Constitucional

Més favorable para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04068-2023-PA/TC (caso Kallpa Genera-
ciénS.A)

La suspensién del plazo de prescripcién durante la tramitacién del procedi-
miento contencioso-tributario tnicamente resulta constitucionalmente legi-
tima cuando el procedimiento contencioso-tributario concluye confirmando
la validez de los actos administrativos cuestionados y no cuando se declara la
nulidad de los mismos.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1:

Ley 20816 (22.12.2011)

Se sustituye el nombre de la entidad SUNAT por Superintendencia Nacional de Aduanas y
de Administracion Tributaria

Ley 20073 (24.12.2012)

Se incorpora en la lista de inafectaciones al pago de derechos arancelarios a los vehiculos
especiales o las tecnologias de apoyo, dispositivos y ayuda compensatoria para el uso ex-
clusivo de personas con discapacidad

Ley 30131 (19.12.2013)

Medidas sobre disposicion de mercancias por parte de la aduana

Ley 30230 (12.07.2014)

Disposiciones sobre obligaciones de los agentes de aduana, aplicacion de intereses morato-
fios, destruccion de documentos relacionados con los despachos aduaneros

Ley 30296 (31.12.2014)

Disposiciones sobre comiso de mercancias, precisiones sobre consultas particulares en
materia aduanera derivadas del Codigo Tributario

Ley 30498 (08.08.2016)

Se incorpora en la lista de inafectaciones a las donaciones efectuadas a favor de las enti-
dades del sector publico

Ley 31974 (11.01.2024)

Autorizacion excepcional para disponer de mercancias por parte de la aduana

Fuente: Elaboracion propia
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Cuadro 4:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal y el Poder Judi

Organo Tribunal Fiscal Poder Judicial o Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por pagos a cuenta (nuevo criterio del Poder Judicial)
ROO 05359-3-2017 Precedente Judicial 6619-2021-Lima
Corresponde la aplicacién de intereses moratorios y san- | Corresponde el cobro de intereses moratorios a los pa-
ciones por los pagos a cuenta del impuesto a la renta, | gos a cuenta del impuesto a la renta, cuando los mis-
en caso de que con posterioridad al vencimiento o deter- | mos no fueron efectuados en la forma y el integro del
Posicién | minacién de la obligacién principal se hubiera modifica- | monto que corresponda en cada oportunidad.
do la base de célculo del pago a cuenta o el coeficiente
aplicable o el sistema utilizado para su determinacién
por efecto de la presentacién de una declaracién jurada
rectificatoria o de la determinacidn efectuada sobre base
cierta por la Administracién.
Compensacién de créditos
ROO 08679-3-2019 Casaciones 14133-2014-Lima, 3727-2016-Lima
yotras
| De acuerdo con el articulo 40 del Cédigo Tributario, el | La norma no prohibe que el contribuyente pueda soli-
Posicién i 4 .
contribuyente puede compensar a solicitud de parte, el | citar una compensacién de los saldos a su favor, con las
saldo a favor del impuesto a la renta contra otras deudas | deudas que coexistan en ese momento. La Administra-
que administre la SUNAT, distintas a pagos a cuenta. ci6n se encargaré de comprobar, verificar y/o fiscalizar
el mencionado saldo a favor.
Renuncia técita a la prescripcién ya ganada por presentacion de fraccionamiento
Uniforme jurisprudencia del Tribunal Fiscal Precedente Judicial 21690-2019-Lima
El acogimiento a fraccionamientos que incluyan tributos | Las reglas de prescripcién del Cédigo Civil no resultan
| y periodos ya prescritos no constituye causal que deter- | aplicables a las obligaciones tributarias, en la medida
Posicién | mine la pérdida del referido derecho, el que, de acuerdo | en que se trata de &mbitos normativos distintos.
con el articulo 48% del Codigo Tributario, puede oponerse
en cualquier estado del procedimiento administrativo o
judicial.
Los Tribunales Administrativos se encuentran prohibidos de aplicar control difuso de constitucionalidad
R —— Expediente 04293-2012-PA/TC
(caso Consorcio Requena)
El Tribunal Fiscal, en concordancia con el precedente del | Conceder facultades a los tribunales administrativos
Tribunal Constitucional, dejé de ejercer control difuso | para ejercer el control difuso lleva a quebrar el equi-
Posicién | —especialmente en materia de tributacion municipal- y | librio entre democracia y constitucionalismo, al permi-

formalizé esta posicién mediante el Acuerdo de Sala Ple-
na2014-12.

tir que quien por imperio de la Constitucién no posee
legitimidad directa y expresa pueda hacer ineficaces
las normas juridicas vigentes. Se dejé sin efecto el pre-
cedente vinculante contenido en la Sentencia 03741-
2004-Al/TC.

No existe controver

contribuyent rectifica declara

n jurada aceptando los reparos de la Administracién

Posicién

ROO 07308-2-2019

Precedente Judicial
03158-2022 Lima

Si el contribuyente rectifica su declaracién jurada acep-
tando las observaciones acotadas por la Administracién
Tributaria, y esta emite resoluciones directorales confor-
me a lo rectificado, tales observaciones no constituyen
reparos y, por tanto, no son susceptibles de controversia
(no pueden impugnarse).

La declaracién jurada rectificatoria que recoge las ob-
servaciones de una fiscalizacién constituye un acto vo-
luntario del contribuyente con plenos efectos juridicos.
Por ello, la posterior resolucién directorial que forma-
liza dicha informacién no contiene ningtn reparo que
pueda ser materia de controversia.

Fuente: Elaboracién propia
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Gréfico 2: Mecanismo de trans
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Fuente: Elaboracién propia a partir de Mankiw (2021).
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Gréfico 1: Presién tributaria y evasién en paises de la regién, PBI
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Cuadro 5:

Escenarios de convergencia entre el Tribunal Fiscal, el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional

Grgano Tribunal Fiscal Poder Judicial Tribunal Constitucional
Intereses moratorios por exceso de plazo legal
Uniforme jurisprudencia
del Tribunal Fiscal emitida a Precedente Judicial Expediente 03525-2021-PA/TC
partir de la publicacién de la 6619-2021-Lima (caso Maxco)
Sentencia 03525-2021-PA/TC.
La Administracién Tributaria, se encuentra
prohibida de aplicar intereses moratorios
Posicién | No corresponde Ia aplicacidn | COesPonde 1a suspension de | luego de que se haya vencido el plazo legal

de intereses moratorios cuan-
do la Administracién excedi
los plazos legales para resolver
los recursos impugnatorios
presentados.

intereses moratorios devenga-
dos por la demora en resolver los
recursos impugnatorios en sede
administrativa, por vulnerar los
principios de razonabilidad y no
confiscatoriedad

para resolver el recurso administrativo, con
prescindencia de la fecha en que haya sido
determinada la deuda tributaria y con pres-
cindencia de la fecha que haya sido interpues-
to dicho recurso, a menos de que pueda pro-
bar objetivamente que el motivo del retraso
es consecuencia de la acreditada conducta de
mala fe o temeraria del administrado.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 3: Grandes mensajes del capitulo

simplificacion aduanera

Gestin del riesgo

Seguridad juridica
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informacién
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Tabla

leterogeneidad de Costos Logisticos en Cuencas Amazénicas

Cuencas fluviales
de la selva®

Funcién de costo
(5/ton)

Interpretacion econémica

Interpretacion tributaria

Rio Amazonas

Sy=64.6+0.29(4$

Friccién moderada: el bajo costo
marginal ($\beta = 0.295) permi-
te economias de escala y facilita
transacciones de mayor volumen.

Los costos logisticos marginales son relati-
vamente bajos; por ende, el cumplimiento
territorial resulta viable y el incentivo tri-
butario puede traducirse en inversién real y
expansién productiva.

Rio Momén

Sy=83.1+121(4$

Friccién severa: la pendiente ele-
vada ($\beta = 1.215) cuadruplica
el costo respecto del eje principal,
haciendo ineficiente el comercio
de larga distancia.

Los costos logisticos marginales son eleva-
dos; por ende, el Régimen actia como una
barrera indirecta de acceso. Las empresas
quedan excluidas no por incumplimiento fis-
cal, sino por inviabilidad econdmica.

Rio Tigre

Sy=-383.4+1.30()%

Falla de mercado: los costos
marginales son prohibitivos ($\
beta = 1.303), por lo que operar
exclusivamente en esta cuenca sin
soporte externo resulta inviable.

Los costos logisticos marginales son prohi-
bitivos; por ende, el beneficio tributario es
materialmente inaccesible  la presion fiscal
efectiva se incrementa en lugar de aliviarse.

Rio Napo

Sy=1745+029(x)$

Barrera de entrada: el alto inter-
cepto ($\alpha = 174.55) refleja
barreras de entrada estructurales.

Los costos iniciales muy altos favorecen la
concentracién empresarial e impiden la en-
trada de pequefios operadores que no pue-
den absorber dichos costos fijos.

Fuente: Elaboracién propia a partir de Instituto de la Amazonia Peruana (2018.
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Cuadro 1

Supuestos de hecho

Consecuencia juridica

- i se busca confirmar el sentido interpretativo obtenido en
funcién al articulo 31 de la CVDT.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT es ambiguo o tiene sentido oscuro.

- i el sentido interpretativo obtenido en funcién al articulo
31 de la CVDT conduce a un resultado manifiestamente ab-
surdo o irrazonable.

- Se podré acudir a medios de interpretacion complementa-
tios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y
a las circunstancias de su celebracién.

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1: Territorio de la Amazonia segun la Ley 27037

Departamento Alcance
Amazonas | - Todo el territorio.
Ayacucho | - Distritos de Sivia, Ayahuancoy Liochegua de la provincia de Huanta
> - Distritos de Ayna, San Miguel y Santa Rosa de la provincia de La Mar
Cojamarca | - Provincia de Jaén
U - Provincia de San Ignacio
- Distrito de Yanatile de la provincia de Calca
Cusco - Provincia de La Convencién
- Distrito de Kosfiipata de la provincia de Paucartambo
- Distritos de Camanti y Marcapata de la provincia de Quispicanchis
Huancavelica | - Distritos de Huachocolpa y Tintay Puncu de la provincia de Tayacaja
- Provincia de Leoncio Prado
- Provincia de Puerto Inca
- Provincia de Marafién
Muinuco | - Provincia de Pachitea
- Distrito de Monzén de la provincia de Huamalies.
- Distritos de Churubamba, Santa Maria del Valle, Chinchao, Huanuco, Amarilis y Pillco Marca de la provin-
cia de Huanuco
- Distritos de Conchamarca, Tomayquichua y Ambo de la provincia de Ambo
Junin - Provincia de Chanchamayo
- Provincia de Satipo
La Libertad | - Distrito de Ongdn de la provincia de Pataz
Loreto - Caso particular, con salvedades*
Madre de Dios | - Todo el territorio
Pasco - Provincia de Oxapampa
Piura - Distrito de Carmen de la Frontera de la provincia de Huancabamba
— - Distritos de Coaza, Ayapata, Ituata, Ollachea y San Gabén de la provincia de Carabaya. Distritos de San

Juan del Oro, Limbani, Yanahuaya, Phara, Alto Inambari, Sandia y Patambuco de la provincia de Sandia

- Todo el territorio

- Todo el territorio

n propia a partir de la Ley 27037 (1998).
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Gréfico 5: Cambios estructurales introducidos por el Decreto Legislativo 1053

Simplificacién aduanera |+

Gestiéndel riesgo |

Seguridad juridica |

Uso de tecnologias de la
informacién

Envios de entrega
répida

et it vk

s

Libre disposicion de mercancias en 48 horas
sistema anticipado de despacho aduanero

Sistema de garantias globales y especificas

Despacho aduanero en el punto de llegada (zona primria)

Retiro de mercancias antes de decision final en relacion en con despacho

Uso de técnicas de gestion del riesgo
Reconocimiento fisico no debe superar al 15% de las declaraciones numeradas
Figura del Usuario Aduanero Certificado (Operador Econémico Autorizado)

Publicacién de toda norma exigible y de resoluciones que fijen crterios dea aduzna
Publicacién de proyectos normativos

Puntos de consulta

Emision de resoluciones anticipadas sobre temas especificos (valoracion aduanera,
dasificacion arancelaria, etc.)

Transmision de data electronica antes de la llegada del envio
Sistemas electrnicos para el anlisis y direccionamiento de riesgos
Uso de normas internacionales (sistemas de gestion de calidad)
Sistemas electrdnicos accesibles a los usuarios aduaneros

Creacién de procedimientos expeditivos
Procedimiento de la data antes del arribo del envio
Utlizacion minima de documentos

Despacho en 6 horas sin limite de peso i valor
Envios por menos de USD 200 no tributan
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Grafico 3: Mecanismo de arbitraje regulatorio y precios de transferencia

Régimen tributario

% Lima (Régimen de
preferencial de la
s renta general)
Entidad A Entidad B
(productor cautivo) (distribuidora)
Tasa IR: 5% (| Tasa IR: 20.5% — C“":i':l’:l'd‘"
Activos fijos + mano de obra Marketing + ventas
Transferencia interna: Venta de mercado: margen
P A comercial minimo o nulo
tjetive:maririzar i Objetivo: minimizar la base
al20.5%
margen al 5%

Fuente: Elaboracién propia.
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Grafico 4:

Dec. Leg 1433
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Tabla 2: Beneficios y restricciones asociados a las categorias del PdC

Categoria Beneficio o restricciones.
A Beneficio: destinar saldo de detracciones para pago de tributos de importacién.
B Ninguno
G Ninguno
Restricciones generales:
a. Reduccin al 30% del umbral general para la obligacién de uso de medios de pago (monto se fija en §/ 600 0
5 USD 150);
b. mayor plazo (90 dias) para que surtan efectos eventuales declaraciones rectificatorias;
. habilitacién automética para aplicar medidas cautelares previas al procedimiento coactivo;
d. perder la calificacién de establecimiento cuyas ventas otorguen devolucion de IGV a turistas.
Restricciones adicionales para E:
a. Plazos més largos (6 meses adicionales) para atender determinadas solicitudes de devolucién del IG
E b. condicionar el cambio de domicilio a la previa autorizacion de la SUNAT; y

c. causal de ingreso como recaudacién los montos depositados en cuentas del Sistema de Pago de Obligaciones
Tributarias (SPOT).

Fuente: Elaboracién propia
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Tabla 1

Posicién®®

Norma / Resolucién

Legislador

Menos garantista para
el contribuyente

Decreto Legislativo 1311

Se establece la suspensién durante los plazos legales para resolver los recursos
Gnicamente para procedimientos iniciados luego de su entrada en vigencia.

Tribunal
Constitucional

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 02051-2016-PA/TC (Caso Industrial Paramon-
83 SAC)

El Decreto Legislativo 1311 no cred una nueva limitacién temporal, sino que posi-
tivizé una consecuencia que ya derivaba de una interpretacién constitucional de
la norma, seg(n la cual, la suspensién debid operar siempre durante los plazos
legales para resolver los recursos.

Corte
Suprema®

Menos garantista para
el contribuyente

Casacién 12754-2014-Lima

Exhort6 al legislador a establecer un limite temporal para la suspensién durante
el procedimiento contencioso-tributario establecido en el articulo 46 del Codigo
Tributario, pues su redaccién original no contempla dicho limite.

Casacién 11947-2022-Lima
Sefiala que la suspensién opera tnicamente durante los plazos legales para re-
solver los recursos respecto de los procedimientos iniciados luego de la entrada
envigencia del Decreto Legislativo 1311 (precedente de observancia obligatoria).

sala Superior”

Més garantista para el
contribuyente

Sentencia recaida en el Expediente 04357-2022

Se aparta del precedente contenido en la Casacién 11947-2022-Lima y aplica el
criterio del Tribunal Constitucional, esto es, que la suspensién del plazo prescrip-
cién opera solo dentro de los plazos para resolver los recursos de reclamacién o
de apelacién, establecidos en el Codigo Tributario.

Fuente: Elaboracién propia
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Gratico 6: Segmentacion por grupo de operadores

- Transmitir la declaracién aduanera de conformidad con los datos proporcionados por el
operador interviniente
- Identificar correctamente al duefio, consignatario o consignante de la mercancia o al

dog:mdw. representante de estos
i - Expedir documentacién autenticada contando con el original en sus archivos o que corresponda

a un despacho en el que haya intervenido

Iere - Transmitir solo una declaracién para una misma mercancia

autorizacién) - Entregar la mercancia al duefio o consignatario o al responsable del almacén aduanero de
corresponder, conforme a lo establecido legalmente o cuanto cuente con la autorizacién de la
administracién aduanera, segtn corresponda

(requiere de

- Destinar correctamente la mercancfa al régimen, tipo o modalidad de despacho

- Declarar en forma correcta el valor y proporcionar informacién completa y que guarde
conformidad con los documentos presentados para el despacho

- No destinar mercancia prohibida y destinar mercancia restringida con la documentacién
exigible

- Permitir los accesos a sus sistemas de informacién en la forma y el plazo establecidos por la
autoridad aduanera

- Reembarcar la mercancfa prohibida o restringida dentro del plazo establecido legalmente o
dispuesto por la autoridad aduanera

Operador de
Interviniente
(no requiere de
autorizacién)

Tercero - Proporcionar, exhibir o transmitir informacion o documentacién veraz,
vinculado auténtica, completa, sin errores en la forma y plazo establecidos legalmente o
(no requiere dispuesto por la autoridad aduanera, segun corresponda
de autorizacién) - Comparecer ante la autoridad aduanera cuando sea requerido

P Elalitn B
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Tabla 1: Clasificacién de los contribuyentes segin el PdC

Categoria Nivel Detalle
A Muy alto cumplimiento Cumplimiento formal y material Gptimo
8 Alto cumplimiento Cumplimiento formal y sustancial esperado
c Medio cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial medio o antigiiedad inferior a 6 meses
D Bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o material significativo
3 Muy bajo cumplimiento Incumplimiento formal y/o sustancial muy significativo

Fuente: Elaboracién propia
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igura 1: Representacion gréfica de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley del Impuesto a la Renta

Declaratoria

o de herederos o Adjudicacién
Fallecimiento inscripcion de judicial o
del causante testamento extrajudicial

00— >—>

- las rentas se re- ®
putan como una
sola persona.

- Articulo 17, UR
(primer pérrafo)

Fuente: Elaboracién propia.

Los herederos in-
corporan a sus ren-
tas en proporcion
sobre el acervo su-
cesorio.

Articlo 17, LR

(segundo pérrafo)

Cada heredero
computa sus ren-
tas por los bienes
que le sean adju-
dicados.

Articulo 17, LR
(tercer pérrafo)
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Cuadro 1:

Tribunal Fiscal (aticulo 154° el Tuo | Peder udicial (articulo o0 S umal Constttunionsl
o ‘del Codigo Tributario y articulo VI” lel CPC, articulo 36 Tribunal Constitucional
pecto dela LPCA y articulo 22° (articulo VI del NCPC)
del TUO de la LPAG)
dela LOP))
Grganc emisor | Tribunal Fiscal (Sala Especializada o Sala | Sala Constitucional y Social de | Tribunal Constitucional (Ple-
E Plena). la Corte Suprema. no).
Solo drganos de la Administracién Tribu-

Eficacia taria (SUNAT, Organismo Supervisor de | Todos los érganos jurisdiccio- | Todos los érganos jurisdiccio-
vineutarte | 12 Inversion en Energia y Mineria, Orga- | nales, salvo excepcion fundada | nales y administrativos, sin
nismo Supervisor de Inversién Privada en | (apartamiento motivado). excepcién®.

Telecomunicaciones, entre otros).
- Interpretacién de modo expreso y con
carécter general el sentido de las nor-
mas tributarias®. - Existencia de contradiccio-
- Existencia resoluciones con fallos con- eoradondial
tradictorios entre si. nelonneass
e ’ - Interpretaciones erréneas
- Modificacién de un criterio anterior, sea B
; ; o e una norma.
0 no vinculante. Sentencias que fijan principios - Existencia de un vacio le-
- Aclaracién del sentido de una norma | jurisprudenciales donde ex- |~ M
Supuestos que por su oscuridad genera una duda | presamente se declare el pre- | _EESTe. L L
habilitantes razonable en su interpretacién y, por | cedente y se formule la regla P

ello, se dispense de la aplicacién de
intereses y sanciones respecto de los
incumplimientos producidos antes de la
aclaracién de la norma®.

- Verificacién de criterios reiterados o
recurrentes de las Salas Especializadas,
dea Oficina de Atencién de Quejas o de
los Resolutores—Secretarios'®.

juridica (contencioso-adminis-
trativo).

lidades interpretativas.

- Conductas inconstituciona-
les con efectos generales.

- Modificacién de preceden-
te (Séenz Dévalos, 2022,
pp. 271-276).

habilitantes

- Cuando se apliquen la norma de mayor
jerarquia para la resolucién del caso
concreto, conforme con el articulo 102
del Codigo Tributario (Caller Ferreyros &
Reyna Farje, 2013, pp. 31-32).

Facultad de
apartamiento
del precedente

Los acuerdos de Sala Plena del Tribunal
Fiscal, adoptados conforme al Acuerdo
10-2002, son de aplicacién obligatoria
tanto para los vocales como para la Ad-
ministracion Tributaria, sin posibilidad de
inaplicacién, salvo que sean modificados
por el propio Tribunal, por ley o por regla-
mento.

Los tribunales de menor ins-
tancia ‘pueden’ apartarse del
precedente si existen circuns-
tancias particulares debida-
mente motivadas (fundamen-
tos de hecho y derecho del
apartamiento).

Solo el propio Tribunal Cons-
titucional puede apartarse y
modificar su precedente, si
se cumplen tres requisitos:
- Pleno del Tribunal Consti-
‘tucional.
- Cinco votos conformes.
- Motivacion ~ expresa
apartamiento.

del

Formay
requisitos para
su creacién

La resolucién debe:

- Declarar expresamente que posee ca-
récter de observancia obligatoria.

- Ser publicada en El Peruano.

La sentencia debe:

- Fijar principios jurispruden-
ciales.

- Ser publicada en El Peruano.

Sentencia debe:

- Sefialar expresamente que
es precedente.

- Formular la regla jurfdica
aplicable”.

- Precisarsuefectonormativo.

- SerpublicadaenEl Peruano.

Modificacién o
derogacién del
precedente

Solo por el propio Tribunal Fiscal, por
reglamento o por ley. Se requiere nueva
resolucién con publicacién en El Peruano.

Puede ser modificado por la
misma sala con justificacién
expresa. No se exige mayoria
especial, salvo accién popular
(4 jueces supremos).

Solo mediante Pleno del
Tribunal Constitucional con
Voto conforme de cinco ma-
gistrados. Se requiere de
sentencia motivada y publi-
cacién.

(SUNAT)

SUNAT no puede interponer demanda
contencioso-administrativa contra juris-
prudencias de observancia obligatoria.

No hay prohibicién; el prece-
dente puede ser objeto de re-
visién mediante una demanda
de amparo o una nulidad de
cosajuzgada fraudulenta.

Obligatoriedad absoluta; el
precedente solo puede ser
dejado sin efecto por el pro-
pio Tribunal Constitucional
bajo requisitos estrictos.

Fuente: Elaboracién propia
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Grifico 7: Evolucién del programa OEA
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Tabla 1:

riterios de sujecion para gravar las enajenaciones indirectas en el derecho comparado

Criterios de sujecién en los regimenes de enajenacién indirecta

e Participacién minima Materialidad econémica
Colombia No Més del 20% de los activos colombianos.
Chile 10% Més del 20% del valor de mercado o 210,000 Unidades Tributarias Anuales.
Argentina 10% Més del 30% del valor de la entidad extranjera.
México No Més del 50% del valor en inmuebles.

Fuente: Elaboracién propia.
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Gréfico 8: Beneficios del programa OEA

- Garantia Nominal en vez de Carta Fianza y Péliza de
Caucién para diferimiento de exigibilidad de pago de la

obligacién tributaria aduanera
- Actuacion directa como agente de aduanas sin —> Reduccién costos operativos
presentacion de garantia para operar

- Disminucién del nivel de riesgo el operador
- Embarque directo

n preferente canal rojo

- Atencin preferente tramites y procedimientos
- Atencin preferente contingencias cierre puertos y/o — Fluidez operaciones COMEX
aeropuertos

- Inspecciones més égiles

- Asignacién de sectorista exclusivo
- Atencion personalizada R Buena calificacién ante

- Reduccién plazos de procedimientos 2 aduana
- Reconocimiento mutuo (socios comerciales del Perd)
- Ventaja comercial (mejora de categoria y reputacidn del
operador
feedod) — Beneficios indirectos

- Mejora procesos internos de control
- Incremento nivel de competitividad

i Pl e iy
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Cuadro 5

[ Entrada en vigor del MLl para el Peri | Entrada en vigor del MLI para el otro Estado
Perd-Brasil 01/10/25 Pendiente de ratificacion
Perd-Canadi 01/10/25 01/12/19
Perdi-Chile 01/10/25 01/03/21
Perti-Corea 01/10/25 01/09/20
Peri-México 01/10/25 01/07/23
Perd-Portugal 01/10/25 01/06/20

Fuente: Elaboracién propia
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Figura 2: Representacién grafica de lo dispuesto en la Primera Disposicién Transitoria
y Final del Decreto Supremo 086-2004-EF

Declaratoria
- de herederos o Adjudicacién
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causante. toria de herederos dicacién _judicial
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